

MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NUEVA LEY ORGANICA CONSTITUCIONAL DE LOS PARTIDOS POLITICOS. _______________________________

SANTIAGO, mayo 27 de 2008.-
MENSAJE Nº 218-356/
Honorable Senado:

A S.E.  EL
PRESIDENTE

DEL     H.

SENADO.
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que establece una nueva ley orgánica constitucional de los partidos políticos.

I. Origen de los partidos.
La variedad de opiniones entre las personas es una realidad presente en toda época y lugar. Ello deriva de la propia naturaleza humana, que hace posible escoger entre distintos caminos y alternativas. Esta facultad, consustancial a nuestra especie, tiene plena aplicación en cuanto a la forma como cada cual juzga los asuntos relativos a la dirección de la sociedad política y se pronuncia sobre ellos.
La historia demuestra que, en la conducción de las sociedades, como resultado de la diversidad de pareceres y comportamientos y en la forma más espontánea, se han formado siempre tendencias diversas que se ponen de relieve por lo menos cuando se trata de resolver conscientemente los problemas mayores que plantea la convivencia social.
Ya desde la antigüedad grecorromana es posible advertir la existencia de agrupaciones más sólidas en torno a divisiones generales y permanentes, surgidas de distintas orientaciones llamadas a inspirar las decisiones de la vida pública.
De hecho, la denominación de partido es tan antigua, que ya puede registrarse en la “Historia del Peloponeso” de Tucídides, en la famosa narración de la lucha social y política en Corcira. Su uso resulta corriente  para designar algunos actores de la vida política de la Roma Republicana, en particular cuando se consolida a partir de los Graco la división entre los optimates y los populares, que protagonizaron la vida política romana hasta la guerra de Accio. Del mismo modo, resulta usual hablar de partidos al narrar las luchas políticas en Italia durante la Edad Media, refiriéndose a las “partes” guelfa y gibelina. Igualmente se usa para describir las tendencias en las cortes de los monarcas medievales y modernos o de las facciones políticas en las ciudades- Estado de la Italia renacentista. 
Es Inglaterra, la primera nación que se libera de la omnipotencia real, la que ve surgir los partidos políticos modernos. A ello contribuye especialmente las luchas que se desarrollan durante el siglo XVII en el Parlamento británico en contra de la figura del rey, cruzada en la que se a concertan tanto los miembros de la nobleza (whig) como los representantes del pueblo de Burgos y los condados (tory). En este contexto, la vigorización de los partidos políticos resulta en Inglaterra inseparable del robustecimiento de las prerrogativas y funciones de ambas ramas de Parlamento.
En los EE.UU, por su parte, el proceso emancipador dio origen a un debate jurídico- político acerca del régimen estatal y gubernativo, que dio nacimiento a dos grandes corrientes de opinión. Una de ellas, orientada hacia el fortalecimiento de las atribuciones federales (republicanos) y otra inclinada a la defensa de la autonomía de los Estados (demócratas).

La utilización de la expresión partidos adquiere nuevo significado y cobra nuevo vigor con la aparición del Estado constitucional. Este último reconoce la existencia de los partidos como un aspecto fundamental para el adecuado funcionamiento de un Estado libre.

En definitiva, desde una perspectiva histórica, podemos advertir que la irrupción de los partidos políticos modernos es un fenómeno que, no obstante sus vestigios más remotos, tiene su configuración actual en un tiempo relativamente reciente, con no más de un siglo y medio de antigüedad, erigiéndose, en consecuencia, como un fenómeno específico de la política contemporánea.  Surge como una consecuencia necesaria de las instituciones representativas y de las elecciones con un cuerpo electoral amplio, estando, sobre todo en sus inicios, muy ligado a la progresiva ampliación del sufragio.

La legitimación definitiva del fenómeno partidario, descansa en la instalación de la idea, acuñada por Sartori, según la cual el disenso y la diversidad ya no son visualizados como elementos que necesariamente perturban el orden político. Lo anterior se traduce en que los partidos pasan a desempeñar un rol insustituible en el indispensable intercambio y debate de ideas que necesariamente debe darse para un adecuado funcionamiento del sistema democrático.
II. CONCEPTO Y FINES DE LOS PARTIDOS.

1. Concepto partidos políticos.
Los partidos políticos son grupos formados por quienes, habilitados para hacerlo, se asocian voluntariamente, con el fin de asumir el poder del Estado y trabajar porque la acción de éste se dirija a realizar determinados objetivos de bien público.
A partir de esta definición, se coligen algunos de sus rasgos fundamentales.
En primer lugar, se trata de una asociación voluntaria, tanto en cuanto a que cada persona tiene la facultad de constituir un partido, o ingresar al de su preferencia, como en cuanto a que no puede ser obligado a ingresar a alguno de ellos, y a desafiliarse cuando lo estime pertinente.

En segundo lugar, el fin esencial de los partidos es siempre la obtención consciente y deliberada del poder político; pero también influir, en la medida de sus posibilidades, para que la acción del Estado se encuadre dentro de sus objetivos de bien público. Para ello, normalmente están conformados por un sustrato programático que encauza su accionar al logro de los señalados objetivos.

A los dos elementos precedentemente señalados se suma la necesidad de contar con una organización duradera y estable, la que, además, debe encontrarse articulada de tal modo que las organizaciones de carácter local tengan lazos regulares y variados con la organización a nivel nacional.

Finalmente, se trata de organizaciones que buscan, permanentemente, adhesión popular para lograr la materialización de sus fines.

2. Fines de los partidos políticos.
Los partidos políticos tienen fines específicos. Entre otros, los siguientes:
a. Postulación de proyectos políticos de carácter global.
Los partidos políticos son, prácticamente, los únicos actores sociales que se presentan y actúan en función de proyectos políticos referidos a la sociedad globalmente considerada y ofrecen, o cuando menos a eso aspiran, alternativas de futuro en el proceso de selección  de los objetivos generales de la sociedad. En este sentido, todos los partidos son portadores de una imagen determinada del orden social deseable que postulan.
b. Agregación y jerarquización de intereses.
Los partidos políticos, enseguida, transforman y reducen a la unidad las demandas sociales, seleccionándolas, agrupándolas y articulándolas de acuerdo con un orden de valores, estableciendo, por ello, una coherencia dentro de la vida política de la sociedad.

En un Estado moderno, que constituye un modelo de organización política de una sociedad altamente compleja y especializada, ninguna de sus instituciones tiene la capacidad de los partidos de recibir las demandas del resto de la sociedad y reducirlas, mediante su jerarquización y conversión en programas de acción. La existencia del partido es así una exigencia que se origina en la estructura misma del Estado moderno y de la sociedad compleja que éste rige.
c. Función de comunicación y orientación
Los partidos desempeñan, asimismo, una función de comunicación y orientación de los órganos políticos de poder, en su calidad de grupos de opinión pública, y asimismo ejercen una permanente labor de control de su actuación.
Los partidos políticos son verdaderos mediadores entre la sociedad civil y el Estado; constituyen un enlace entre el sistema político del que forman parte y el resto de los sistemas sociales. Gracias a su funcionamiento, las autoridades públicas reciben ordenadamente las peticiones de los ciudadanos y mediante ellos pueden difundir sus posiciones y políticas entre los mismos. En definitiva, facilitan el acceso de los ciudadanos al sistema gubernativo y, en consecuencia, se constituyen en un mecanismo de integración de los ciudadanos en el sistema mismo, son un instrumento de socialización política, de movilización de los ciudadanos.
Los partidos políticos, en definitiva, son los verdaderos conductores de la opinión pública, a la que están llamados a ilustrar, orientar y conquistar. Cumplen un rol de educadores cívico de la ciudadanía así como de selección de las élites.
Los partidos políticos son elementos esenciales de todo Estado democrático de corte representativo, de tal manera que éste es impensable sin ellos. La experiencia revela que toda sociedad moderna que se repute de verdaderamente democrática, requiere de la existencia de un adecuado sistema de partidos políticos que actúen como verdaderas correas de transmisión de las demandas ciudadanas hacia los órganos de poder, así como de de información de estos últimos a los ciudadanos acerca de sus política y líneas de acción.

d. Función electoral.
Enseguida, los partidos políticos operan como formadores de opinión política de los ciudadanos y, en consecuencia, su actividad genera la estructuración del voto de los mismos. Asimismo, los partidos operan como mecanismos de selección de personal político y de candidatos a las elecciones y aseguran el encuadramiento y la disciplina de los electos, además de organizar la elección misma, que resultaría inmanejable sin su participación y presencia.

Sin la presencia insustituible de los partidos políticos, el escrutinio de las urnas sería un proceso disperso y sin sentido, ya que estas organizaciones se preocupan de preparar la organización del acto eleccionario haciendo que se agrupen  quienes participan de semejantes o análogos ideales u objetivos de bien público, se den a conocer los candidatos, se revelen las cualidades y objetivos de éstos y se conquisten los apoyos respectivos. Para ello difunden sus principios inspiradores, sus programas e idearios.

e. La selección y reclutamiento del personal político.
Por otra parte, los partidos políticos facilitan el reclutamiento del personal político, operando como agencias mediante las cuales se proporciona el recurso humano aspirante a los numerosísimos puestos públicos que se proveen por elección en las democracias representativas. Los partidos, dicho de manera simple, proporcionan candidatos sin los cuales la elección misma no sería posible, pero mediatamente, en cuanto se trata de puestos provistos por designación de las autoridades electas, también proporcionan candidatos a los puestos ejecutivos y administrativos.
III. RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LOS PARTIDOS POLITICOS.
La relevancia de los partidos en nuestro sistema se expresa en que la Constitución se refiere a ellos expresamente, regulando algunos de sus aspectos. No sucede lo mismo con el resto de las asociaciones, con la excepción de los sindicatos y los colegios profesionales.
3. Aspectos de los partidos políticos regulados por la Constitución.
La primera mención constitucional de los partidos políticos surge de la Constitución de 1925, a raíz de la descripción de la forma en que se elegía a los Senadores y Diputados de la época, sin describir particularidades sobre éstos. Un segundo reconocimiento constitucional se manifiesta el año 1971, oportunidad en que se consagra a los partidos políticos como personas jurídicas de derecho público, cuya finalidad consiste en determinar la política nacional de manera democrática.

Actualmente, los partidos políticos están regulados en la Constitución, en su Capítulo III, dentro de la consagración de la libertad de asociación como una garantía constitucional (Artículo 19 número 15).
Catalogar a los partidos políticos como una asociación, significa considerarlos como una organización compuesta por una pluralidad de miembros, los que se reúnen en torno a una finalidad específica que es concretada a través de la actividad que desarrolla esta entidad. La Constitución señala que las asociaciones pueden existir sin la necesidad de obtener un permiso previo, y consagra, a su vez, la total libertad, tanto para pertenecer a algún tipo de asociación como para desligarse de la misma. Toda asociación está sujeta una restricción de fondo consistente en que dicha entidad no puede ser contraria a la moral, orden público y a la seguridad del Estado. Estás características generales son plenamente aplicables a los partidos políticos, en cuanto asociaciones.

La relación entre los partidos políticos y el derecho de asociación ha sido expresamente reconocida por el Tribunal Constitucional, en la sentencia del 24 de febrero de 1987, rol N° 43, caracterizado a los partidos políticos, en el considerando 15, como una forma de expresión particular del derecho de asociación.

La Constitución regula ciertos aspectos particulares de los partidos políticos, dejando lo demás elementos para su definición en una ley orgánica constitucional.
El primer elemento que regula la Constitución es la vinculación de los partidos políticos con la democracia, tanto desde una perspectiva interna como externa. La vinculación externa de los partidos políticos con la democracia se relaciona con la finalidad que deben satisfacer dichas organizaciones. Anteriormente, se señaló que ninguna asociación puede ser contraria a la moral, orden público y seguridad del Estado. Junto con esas limitaciones, la Constitución consagra una exigencia adicional a los partidos políticos.  Al ser Chile una república democrática (art. 4º), se establece la inconstitucionalidad de aquellos partidos cuyos objetivos, actos o conductas vulneren los principios básicos del régimen democrático y constitucional, que pretendan el establecimiento de un régimen totalitario o que hagan uso de la violencia, la propugnen o la inciten como un método de acción política. Esta exigencia tiene por finalidad asegurar pluralismo político en el país, como elemento fundamental del desarrollo democrático. Así, se asegura que todos puedan exponer sus ideas, difundirlas, pero bajo el respeto del régimen que faculta el ejercicio de estos derechos. Por otro lado, la vinculación constitucional interna de los partidos políticos con la democracia, consiste en la exigencia de que los estatutos contemplen normas que aseguren una efectiva democracia interna, es decir, el sistema de participación que se consagre, sin importar cuales sean sus características específicas, debe estar fundamentado en la lógica democrática.

En segundo lugar, la Constitución Política impide que los partidos políticos intervengan en actividades ajenas a las que les son propias, sin que puedan tener un privilegio o monopolio de la participación ciudadana. Este elemento es peculiar, ya que la Constitución impide que los partidos participen en actividades ajenas, pero no señala ni da criterios que permitan definir cuales serían las actividades propias de dichas organizaciones, entregándoselas, en consecuencia, a la ley definirlas.
En tercer lugar, el artículo 19 número 15 establece que los partidos políticos deben tener un registro sobre sus miembros. Ha existido una evolución en los diversos textos constitucionales, en relación con las características de dicha nómina. Antes de la reforma constitucional de 1989, la publicidad de los registros de los militantes era ilimitada, en cambio en la actualidad, la Constitución exige que la nómina de los militantes esté registrada en el servicio electoral del Estado, el que debe guardar reserva sobre ella, sólo permitiendo que los militantes de los respectivos partidos tengan acceso a las nóminas.

Otro elemento de los partidos políticos que tiene consagración constitucional, es el financiamiento y la contabilidad de los ingresos. La Constitución señala que la contabilidad de los partidos debe ser pública. En relación con el financiamiento, se restringen las fuentes de ingreso, al impedir que los recursos de los partidos provengan de dineros, bienes, donaciones, aportes o créditos de origen extranjero.

Finalmente, la Constitución advierte que cualquier organización, movimiento, asociación o grupo de personas que realice actividades propias de los partidos políticos sin ajustarse a las normas constitucionales que regulan dicha entidad, serán catalogadas de ilícitas y sancionadas de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional.
4. Aspectos de los partidos políticos que no están regulados en la Constitución.
Recién fueron analizados los elementos que la Constitución regula sobre los partidos políticos y por lo tanto deben ser respetados por cualquier norma de rango inferior. 
Ahora bien, existen otros aspectos sobre los cuales la Constitución se remite expresamente a la ley orgánica constitucional, la que deberá regular en concreto a los partidos políticos, como por ejemplo las sanciones que se aplicarán en el caso que una organización realice actos propios de los partidos políticos, sin cumplir con la normativa constitucional que los regula. A su vez, existen ciertos elementos sobre los cuales no se registra pronunciamiento constitucional alguno. Frente a la ausencia de referencias, la ley orgánica constitucional tiene total libertad para regular dichos aspectos y darles el carácter que se estime conveniente, siempre, claro está, que sean compatibles con la regulación constitucional.
Existen cuatro elementos que no fueron regulados por la Constitución que merecen ser destacados.
Desde luego, la Constitución no define qué debemos entender por partidos políticos. Solamente se regulan algunos aspectos que, dada su importancia, se considera que su concurrencia es fundamental en este tipo de asociaciones. Hasta la fecha, la definición de partidos se ha realizado en la ley que regula sus aspectos  particulares.
La Constitución tampoco se pronuncia sobre la naturaleza jurídica de los partidos políticos. Al no existir un mandato constitucional que defina su naturaleza jurídica, se mantiene abierta la discusión sobre su personalidad jurídica, en cuanto sujeto de derecho público, privado o mixto. Este silencio permite que la determinación final sobre su naturaleza sea configurada en la ley, siendo las tres corrientes doctrinales igualmente válidas.

Enseguida, tampoco la Constitución se refiere a los órdenes de partidos. Estas se regulan en la ley.

Finalmente, es importante destacar que el texto constitucional no determina cuales son los fines de los partidos políticos. La Constitución sólo hace referencia al vínculo indisoluble que deben mantener los partidos políticos con la democracia, tanto desde la perspectiva de su configuración y participación interna, como desde su desenvolvimiento en la sociedad. El silencio constitucional faculta a la ley para regular dichos principios.
El ámbito relevante, entonces, con que la Constitución convoca a la ley, hace que nos fijemos en la regulación legal de partidos que ha tenido nuestro país.
IV. LAS regulaciones legales SOBRE PARTIDOS POLITICOS DE NUESTRA HISTORIA.
Lo primero que cabe señalar al respecto es que, a pesar que la Constitución de 1925 reconoció la existencia de los partidos políticos, el procedimiento de inscripción de los mismos no se encontraba regulado por ley.
5. Historia de los partidos.
Fue en el gobierno de Carlos Ibáñez del Campo que se introdujeron una serie de modificaciones a la Ley General de Elecciones (cuyo texto refundido fue fijado por la ley N° 12.891); entre ellas, algunas referidas a los partidos políticos. En efecto, en virtud de la ley N° 12.889, publicada en el Diario Oficial el 31 de mayo de 1958, y al hacer referencia a las declaraciones de candidatos a Presidente de la República, Senadores y Diputados que el sistema representativo imperante exigía, se establecieron los requisitos que debían cumplir dichas declaraciones, regulando, también, la forma en que debía realizarse la inscripción de los partidos políticos que debían efectuarlas.
De este modo, la ley estableció que un partido político debía solicitar su inscripción ante la Dirección del Registro Electoral con, a lo menos, ciento cincuenta días de anterioridad a la fecha de la elección, acompañando copia del acta de constitución autorizada ante notario, así como copia de la designación de la Mesa Directiva Central y de su programa de labor pública. Además, se estableció la obligación de acompañar una nómina de por lo menos tres mil electores adherentes al partido político cuyas firmas hayan sido autorizadas ante Notario.
La ley establecía que la solicitud de inscripción de un partido político debía ser publicada por la Dirección del Registro Electoral en el Diario Oficial dentro del plazo de cinco días.
Por último, se establecía que si un partido político inscrito no alcanzaba representación parlamentaria en cualquier elección ordinaria, el Director del Registro Electoral procedería a cancelar la respectiva inscripción, salvo que el partido conservare representación en el Senado.
De conformidad con esta regulación, por lo tanto, los partidos políticos carecían de personalidad jurídica, y sólo si mantenían inscripción vigente en la Dirección del Registro Electoral podían ejercer las facultades que les concedía la ley. Si los partidos querían organizarse como corporaciones de derecho privado, debían someterse a las reglas establecidas por el Código Civil.
Más adelante, durante el gobierno de don Jorge Alessandri Rodríguez, y por medio de la ley N° 14.851, se establecen, entre otras, modificaciones a la Ley General de Elecciones (cuyo texto definitivo fue fijado por la ley N° 14.852), normas que determinan una nueva regulación para los partidos políticos.
En efecto, en virtud de lo dispuesto en dicha ley, se establece que los partidos políticos adquirirán personalidad jurídica por el hecho de inscribirse en el Protocolo que llevará el Director del Registro Electoral, y que tendrán los derechos que las leyes les concedan.
La solicitud de inscripción del partido político debía hacerse por escrito ante el Director del Registro Electoral y ser firmada por el presidente y el secretario de la Mesa Directiva Central del partido designada en el acta constitutiva del mismo; debía acompañarse copia autorizada ante notario del acta constitutiva, la que debía contener el texto íntegro de los estatutos aprobados y el nombre de los miembros de la Mesa Directiva Central; y por último, debía acompañarse una nómina de a lo menos diez mil electores adherentes, con las firmas autorizadas por un notario.
Si una solicitud de inscripción no cumplía con los requisitos anteriormente señalados, sería desechada de plano por la Dirección del Registro Electoral, resolución que era apelable ante el Tribunal Calificador de Elecciones en un plazo de cinco días desde su notificación. Las solicitudes de inscripción de un partido político no podían presentarse dentro de los doscientos cuarenta días anteriores a la fecha de una elección ordinaria.
La solicitud de inscripción debía ser publicada por la Dirección del Registro Electoral en el Diario Oficial, pudiendo cualquier partido político formular oposición escrita a la inscripción del nuevo partido dentro de los treinta días siguientes a dicha publicación. La oposición debía ser resuelta por el Director del Registro Electoral, en primera instancia, dentro de los diez días siguientes a su presentación. En contra de la resolución del Director, se podía reclamar ante el Tribunal Calificador de Elecciones dentro del plazo de cinco días, el que debía resolver también en un plazo de cinco días.
Si no se hubiese deducido oposición dentro del plazo legal o si ésta se hubiese rechazado por resolución firme, el Director del Registro Electoral debía dictar una resolución por la cual se declarara la existencia legal del nuevo partido político, publicándola en el Diario oficial y practicando la respectiva inscripción en el Protocolo de los partidos políticos.
En cuanto a la organización interna del partido político, la ley establecía que la Mesa Directiva Central sería la autoridad superior del partido, la que debía estar integrada, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero, pudiendo los estatutos señalar la denominación de la Mesa y de los cargos mencionados. La persona que tuviera las funciones de Presidente, en todo caso, tenía la representación legal del partido, judicial y extrajudicialmente.
La personalidad jurídica de un partido político se extinguía con la cancelación de la respectiva inscripción en el Protocolo, realizada por el Director del Registro Electoral en los casos de fusión o disolución de un partido político o cuando éste no alcanzara representación parlamentaria en cualquier elección ordinaria, a menos que conservara representación en el Senado.
Los partidos políticos con inscripción vigente podían solicitar diversas modificaciones a dicha inscripción, siempre que se hiciera por escrito ante el Director del Registro Electoral. Para la tramitación de dichas solicitudes se aplicaba el mismo procedimiento previsto para la inscripción.
Se establecía también, que ningún partido político podía adoptar un nombre que indujera a confusión con el de alguno de los partidos ya existentes; y por último, se establecía la aplicación de determinadas disposiciones del Código Civil.
En las disposiciones transitorias de la ley N° 14.851 se determinó, además, que los partidos políticos que a la fecha de publicación de la ley tuvieren inscripción vigente ante la Dirección del Registro Electoral, gozarían de personalidad jurídica a contar de ese día, y se agregó la obligación de la Mesa Directiva de cada partido, de confeccionar un inventario solemne de los bienes que constituyeran el patrimonio inicial del partido.
Por reforma constitucional de 1971, se le dio a los partidos la naturaleza jurídica de entes dotados de personalidad jurídica de derecho público.

6. La disolución y el receso.
Posteriormente, con fecha 13 de octubre de 1973, la Junta de Gobierno dictó el Decreto Ley N° 77 en cuya virtud declaró ilícitos y disolvió los partidos políticos que sustentaban ideologías calificadas como marxistas. En virtud de este decreto, los partidos señalados en él, así como otras entidades asociadas a dichas ideas, se consideraron asociaciones ilícitas, por lo que se ordenó su disolución y la cancelación de su personalidad jurídica, y se confiscaron sus bienes.
Asimismo, por medio del Decreto Ley N° 78 de 17 de octubre de 1973, la Junta de Gobierno declaró en receso a todos los partidos políticos y entidades, agrupaciones, facciones o movimientos no comprendidos en el Decreto señalado precedentemente, estableciéndose que un reglamento determinaría los alcances y modalidades de dicho receso, debiendo abstenerse los partidos y organizaciones de toda actividad mientras tal reglamento no fuere dictado.
Tal situación permaneció hasta 1987.  Durante más de una década, la actividad partidaria estuvo proscrita.  Además, fue acusada de ser el origen de muchos males de nuestro país.
7. La actual ley.
Una vez dictada la Constitución de 1980, se promulgó recién en el año 1987, la ley N° 18.603, ley orgánica constitucional de partidos políticos. Esta ley contiene una mayor regulación de los partidos políticos que la contenida en las leyes dictadas bajo la Constitución de 1925.
En efecto, la ley N° 18.603 regula diversos aspectos relativos a los partidos políticos. En primer lugar, señala que los partidos políticos son asociaciones voluntarias dotadas de personalidad jurídica, que reúnen ciertas características, y describe las actividades que les son propias y las actividades que se están prohibidas.
De acuerdo a lo establecido en la ley, los partidos políticos se constituyen una vez inscritos en el Registro de Partidos Políticos, fecha a partir de la cual gozan de personalidad jurídica. Ésta no es de derecho público. Los organizadores de un partido político deben ser a lo menos cien ciudadanos inscritos en los registros electorales que deben extender una escritura pública, la cual debe contener determinadas menciones. Una copia autorizada de esta escritura debe ser entregada al Director del Servicio Electoral, quien debe ordenar la publicación de un extracto de la misma en el Diario Oficial. Desde el momento de la publicación, se entiende que el partido está en formación y que puede proceder a la afiliación de sus miembros.
Si se cumplen los requisitos que establece la ley, se debe solicitar al Director del Servicio Electoral que proceda a la inscripción del partido en el Registro de Partidos Políticos, el que dispondrá la publicación de la solicitud en el Diario Oficial. Cualquier partido político inscrito o en formación puede deducir oposición a la formación de otro. En todo caso, transcurrido el plazo establecido para ello, el Director del Servicio Electoral debe pronunciarse sobre la solicitud de inscripción de un partido político, acogiéndola o rechazándola, resolución que debe ser publicada en el Diario Oficial, y respecto de la cual cabe apelación ante el Tribunal Calificador de Elecciones.
Si se acoge la solicitud de inscripción y no se hubiese deducido apelación o ésta hubiese sido rechazada, el Director del Servicio Electoral debe proceder a inscribir al partido en el Registro de Partidos Políticos, indicando las regiones en que hubiere quedado constituido.
La ley también establece como requisito para afiliarse a un partido político, el ser ciudadano inscrito en los registros electorales.
En cuanto a la organización interna del partido político, se establece que se regirá por sus propios estatutos, debiendo contar, a lo menos, con una Directiva Central, un Consejo General, Consejos Regionales y un Tribunal Supremo, órganos respecto de los cuales la ley señala sus atribuciones.
En cuanto al financiamiento de los partidos políticos, se establece taxativamente cuál puede ser el origen de los ingresos, el que, en todo caso, sólo puede ser de carácter nacional; y se establece, además, la forma en que los partidos deben llevar su contabilidad.
Por último, la ley regula la fusión de los partidos políticos, la disolución de los mismos, las sanciones que se les pueden imponer de acuerdo a la ley, así como el procedimiento aplicable y el Tribunal que debe conocer en dichos casos. 

V. PRINCIPALES DEFICIENCIAS QUE PRESENTA LA ACTUAL LEY DE PARTIDOS POLITICOS.
La ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, publicada en el D.O de 23.03.1987, más allá de las adecuaciones que se le han efectuado desde aquella fecha hasta hoy, es fruto de su época.
Fue diseñada en un contexto autoritario, con una gran desconfianza hacia la actividad política y hacia los partidos políticos, lo que se trasunta en una serie de deficiencias en su contenido, que quedan especialmente en evidencia luego de haber transcurrido veinte años desde su dictación.
A continuación se enunciarán las principales deficiencias que plantea la actual institucionalidad que rige a los partidos políticos.

8. Rol restringido.
Los roles que la ley vigente asigna a los partidos son limitados. La ley concibe la actividad de los partidos políticos, básicamente restringida a aquéllas conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, sin extenderse a otros campos en que no sólo es esperable su aporte, sino que necesario, especialmente en lo que se refiere a la capacitación de los ciudadanos, imprescindibles para la vigencia de una democracia más participativa e informada.
Para ello, los partidos necesitan tener la libertad para realizar más actividades; por ejemplo, crear fundaciones, centros de estudio, interactuar con universidades, etc.
9. Burocracia para admitir nuevas afiliaciones.
La ley de partidos políticos establece que para afiliarse a un partido político sólo se requiere ser ciudadano inscrito en los Registros Electorales y prohíbe el estar afiliado a más de un partido. La ley sólo obliga a los partidos políticos a llevar un registro general actualizado de todos sus afiliados, ordenado por regiones, debiendo proporcionar un duplicado de este registro al Director del Servicio Electoral y comunicar a dicho funcionario las nuevas afiliaciones y las desafiliaciones que por cualquier causa se produzcan.
El procedimiento de afiliación es clave en la apertura de una mayor participación ciudadana y es fundamental en la construcción de lo que es el padrón electoral en un partido, constituyéndose en uno de los principales problemas que enfrentan hoy los partidos políticos chilenos. 
Los partidos políticos con representación parlamentaria en Chile, poseen un precario mecanismo de información sobre los requisitos de ingreso, procesamiento del registro de militantes y un sistema poco amable de afiliación.
Una barrera adicional de ingreso lo constituye la inexistencia de un procedimiento estandarizado, transparente e informado en los partidos que dificulta los procesos de afiliación y genera lógicas de competencia de fracciones internas dentro de los partidos, que provocan conflictos en época de elecciones. 

10. Falta de transparencia.
Por otra parte, existe una creciente demanda ciudadana por incrementar los niveles de transparencia y probidad en el ejercicio del poder en todos los ámbitos de interés público.

Se demanda que el Estado y los privados entreguen servicios de calidad y que no se vulneren los derechos ciudadanos. Es en este contexto, que el debate sobre la forma en que los partidos políticos conducen sus asuntos internos cobra vigencia. Por ello, los partidos deben mejorar el acceso a la información de sus decisiones, en la forma de generar sus autoridades, en su gestión interna.

La demanda ciudadana en este aspecto, tiene una fuerte justificación, atendida  la gran opacidad que los partidos políticos chilenos presentan en materia de gestión interna y generación de sus autoridades. Prueba de ello, es la escasa información que puede observarse en las páginas Web de los distintos partidos políticos chilenos. Prácticamente ninguno de ellos tienen sus estatutos en línea. Por ello, se requiere perfeccionar los  procedimientos internos de los partidos políticos para la entrega de mejor información a la ciudadanía y a sus militantes.
11. Falta de democracia interna.
La actual institucionalidad provee escasos niveles de control y fiscalización externos hacia los partidos en materia de procedimientos electorales internos. No existen en la actual ley, mecanismos que regulen expresamente la selección de candidatos para votaciones de elección popular, por ejemplo, para regular elecciones primarias para la selección de los candidatos presidenciales de partidos o de coaliciones, o para elegir los candidatos a representantes al Congreso.
Si observamos las prácticas partidarias, no todos los partidos eligen por las bases directamente, a sus autoridades centrales. Ello no parece conveniente y debe avanzarse en mejorar la participación, a fin de evitar las oligarquías partidarias, introduciendo, por ejemplo, primarias en la elección de los candidatos a representación popular.

12. Ausencia de formalidad en la toma de decisiones.
Dentro de la flexibilidad propia de la actividad política, los partidos tienen que mejorar sus procedimientos de decisión.  En la actualidad muchos acuerdos cupulares establecen una extrema informalidad en su funcionamiento. En este sentido, uniformar la estructura tipo de los partidos puede servir, pues todos los partidos tienen denominaciones y funciones distintas para sus organismos internos, lo que impide compararlos. También es necesario avanzar en la regulación de los procedimientos disciplinarios (tipificación de causales y reclamos externos). Además, es necesario separar los roles de los órganos superiores, entre órganos ejecutivos, decisorios y disciplinarios.  Asimismo, es necesario rigidizar la modificación de los estatutos, a fin de que las reglas sean más estables y menos disponibles por coyunturas.

13. Mejorar los controles.
Los partidos tienen hoy por hoy sólo el control del electorado. Y muy excepcionalmente, del Servicio Electoral (SERVEL) en materia de gastos y del Tribunal Electoral.
El Servicio Electoral cumple un rol limitado como ente de control externo al funcionamiento de los partidos. Sus atribuciones y capacidades técnicas se centran fundamentalmente en el control de los procesos electorales. Sin embargo, sus atribuciones en materia de la democracia interna de los partidos son más bien reducidas. Por ejemplo, el SERVEL no puede controlar que se cumpla la reglamentación interna de un partido sobre la renovación de sus directivas o tribunales supremos. Tampoco tiene competencias para fiscalizar el cumplimiento del calendario de elecciones internas de los partidos. Son los tribunales supremos de cada partido a quiénes cabe la mayor responsabilidad en los procesos eleccionarios. Como generalmente los tribunales supremos son nombrados por la directiva o mayoría de turno, se reduce la posibilidad de convertir a dichos tribunales en mecanismos efectivos de control de un proceso electoral que es administrado por una directiva de turno. Los partidos políticos están obligados por la ley solamente a presentar ante el SERVEL el informe del proceso electoral realizado y que debe ser firmado por un notario o persona del Registro Civil, quien ejerce como ministro de fe de las elecciones internas.

Es necesario, entonces, mejorar los controles de la actuación de los partidos.  

14. Excesiva centralización.
Las estructuras partidarias regionales no tienen ni la relevancia ni la envergadura para animar el debate local. Mientras la organización política administrativa avanza hacia transferencias decisionales del nivel central a local, los partidos siguen privilegiando los organismos centrales nacionales.
Por ello, se requiere un esfuerzo adicional de descentralización. Se requiere fortalecer las instancias regionales y locales, otorgándoles potestades suficientes para lograr mayor peso en la estructura interna de los partidos.  

15. Indisciplina y fragmentación partidaria.
El discurso de la “anti-política” en muchos países ha tendido a debilitar a los partidos políticos como agentes de intermediación entre la sociedad y el Estado, abriendo camino hacia una fuerte fragmentación e inestabilidad del sistema político.
Este discurso se sostiene fuertemente en la indisciplina interna que se manifiesta en actuaciones públicas de los partidos políticos, que van desde la simple descoordinación  hasta llegar incluso al fraccionamiento partidario. También contribuyen a ello, las características que son propias de la postmodernidad: el pragmatismo, las incertidumbres, el tema de la valoración excesiva del sujeto individual por sobre lo colectivo. La actual ley no establece mecanismos que si bien no eviten, al menos desincentiven estas conductas que tienden a divorciar a los miembros de los partidos políticos del fin asociativo esencial, presente en la formación de todo partido político.
En ese contexto, los partidos políticos deben plantearse ante la ciudadanía sobre la base de convicciones sólidas, sin caer en uniformidad, manifestando cierta coherencia mínima de discurso y acción, especialmente respecto de la actuación de sus representantes en los cargos de elección popular.

VI. BASES DE LA NUEVA LEY DE LOS PARTIDOS POLITICOS.
Analizadas las funciones y finalidades de los partidos políticos, las normas constitucionales que los regulan, las distintas leyes que se han dictado en nuestro país, y las principales definiciones de la actual normativa, necesariamente concluimos acerca de la necesidad de modificar la ley de partidos políticos.
El proyecto de ley que se somete a vuestro conocimiento, se funda en diez bases esenciales o pilares fundamentales, los cuales pasamos a describir a continuación.
16. Relevancia de los partidos.
En primer lugar, reconocemos la relevancia del rol de los partidos en el desarrollo democrático del país, por lo cual, entendemos que las funciones de estos no sólo se reducen a obtener el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular. Por eso, proponemos nuevas funciones para los partidos. Queremos partidos que contribuyan en mayor medida al desarrollo de la vida política, social y democrática; partidos que se integren con la comunidad, que estén presentes en el debate político, pero que también contribuyan a la promoción del respeto y de los derechos y libertades fundamentales del ser humano.
17. Asociación voluntaria.
En segundo lugar, fortalecemos el carácter de asociación voluntaria de los partidos políticos.
Debido a lo anterior, ninguna persona puede ser obligada a afiliarse o a permanecer en un partido político. Necesariamente los partidos son asociaciones voluntarias de personas que, libremente, han decidido afiliarse para tener una participación activa en la vida democrática y por considerar que los principios de tales asociaciones son concordantes y compatibles con los que cada una de ellas profesa. Por otra parte, son asociaciones permanentes, que se rigen por sus estatutos.
18. Facilitar su constitución.
En tercer lugar, debemos facilitar la formación y existencia de los partidos políticos. Hay que terminar con todas aquellas normas que impiden la existencia de estas asociaciones. Constituir un partido no es un delito, ser parte del mismo, no puede ser un obstáculo para participar en los demás ámbitos de la vida nacional. Debido a lo anterior, debemos terminar con todas aquellas normas que obstaculizan el ejercicio del derecho de asociación a través de la formación de partidos políticos.
19. Independencia y autonomía.
En cuarto lugar, tenemos que perfeccionar la independencia y autonomía de los partidos. Los partidos políticos deben ser autónomos para dictar sus estatutos y deben tener libertad para organizarse y funcionar conforme a ellos. La ley sólo establecerá el marco general y necesario para su adecuado funcionamiento.
Sin embargo, esta autonomía de manera alguna puede implicar una vulneración de los derechos de los afiliados. Tampoco una discriminación.
20. Disciplina interna.
Por ello, en quinto lugar, creemos que otra de las bases de la nueva ley, es la regulación general de la disciplina interna de los partidos. Es importante que existan normas que garanticen el respeto de los derechos de los afiliados, pero que también sancionen las infracciones que estos cometen. En tal sentido, no puede haber diferencias ni categorías de afiliados. Las normas y sanciones se deben aplicar por igual, a los afiliados que son parlamentarios y a aquellos que no lo son. La inviolabilidad parlamentaria no es obstáculo al cumplimiento de los deberes que corresponden a un afiliado cuando éste es parlamentario.
Al respecto, no podemos olvidar que los partidos son asociaciones voluntarias, por lo tanto, todo afiliado está obligado a respetar los principios y a trabajar por la realización del programa del partido, conforme a la línea política definida en los respectivos estatutos y en las declaraciones de principios. De esta forma, no puede extrañarnos que las actuaciones de un afiliado que sean contrarias a los principios de un partido, puedan ser sancionadas internamente por éste. Tampoco puede extrañarnos, que un afiliado cuyos principios ya no son compatibles con el partido, decida emigrar hacia otro, o, simplemente, no pertenecer a ninguno. Es parte del juego democrático.
21. Organización interna.
En sexto lugar, creemos que es fundamental perfeccionar las normas de organización interna de los partidos políticos.
No basta que existan órganos directivos. Es necesario que tanto los afiliados como los no afiliados, conozcan realmente cuáles son dichos órganos, y cuáles son sus atribuciones. Debe quedar claro cuáles son los órganos ejecutivos, decisorios y disciplinarios. Sólo así, los afiliados podrán ejercer plenamente sus derechos y exigir que estos sean respetados. De la misma forma, lo anterior facilitará el conocimiento de los no afiliados e influirá en su decisión de formar parte o mantenerse al margen del partido.
22. Descentralización.
En séptimo lugar, debemos tender hacia la descentralización de los partidos políticos. Creemos que es relevante la existencia de órganos internos que respondan a las realidades nacionales y políticas. Nuestro país se organiza en distritos y en circunscripciones para los efectos electorales. Pues bien, sostenemos que debe existir un reconocimiento de esta realidad y, en tal sentido no sólo deben existir órganos nacionales, también debemos contemplar la existencia de órganos en regiones y distritos, provincias o comunas.
23. Democracia interna.
En octavo lugar, debemos avanzar en una mayor democracia dentro de los partidos políticos. Los afiliados deben manifestar su opinión en las cuestiones relevantes del partido. Los estatutos deben contemplar normas y procedimientos democráticos que hagan efectivo el libre debate de ideas, la participación y la representación de todos los afiliados.
24. Publicidad y transparencia.
En noveno lugar, otro de los pilares de la nueva ley de partidos, debe ser la publicidad o transparencia. Así como exigimos transparencia a los organismos públicos, debemos exigir más transparencia para los partidos políticos. De este modo, toda la información en poder de los partidos políticos debiera ser pública, a menos que esté sujeta a las de la normativa vigente y de fácil acceso para la población en general.
25. Control.
Por último, debemos mejorar los controles. Los partidos tienen hoy por hoy sólo el control del electorado. Y muy excepcionalmente, del Servicio Electoral en materia de gastos y del Tribunal Electoral.  Es necesario, entonces, mejorar los controles de la actuación de los partidos.
VII. Contenido y Estructura de la nueva ley.
Se han mencionado las bases o pilares en los cuales debe fundarse la nueva ley de partidos políticos. Corresponde entonces, señalar el contenido de la iniciativa legal que se somete a este parlamento.

El proyecto de ley o la nueva ley orgánica de partidos políticos que se propone, conserva algunos elementos de la ley N° 18.603, pero efectúa importantes innovaciones. Por técnica legislativa, se ha preferido sustituirla.
El proyecto consta de cuatro artículos permanentes.

El artículo primero aprueba la nueva ley de partidos políticos, en tanto los artículos segundo, tercero y cuarto, realizan las modificaciones normativas necesarias para adecuar la normativa vigente, a la nueva ley propuesta. Se modifican entonces, la ley N° 18.556 o Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, la ley Nº 18.700 o Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios y el DFL-1, de 2006, del Ministerio del Interior, Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.
La nueva ley de partidos políticos ha sido dividida en quince títulos.

En el Título I, se definen los partidos políticos, se norma su objeto y su ámbito de acción. El Título II, se refiere a los principios que regulan la acción de los partidos que son los siguientes: voluntad filiativa, independencia, publicidad o transparencia, libertad de información, democracia interna, libertad organizativa, formalidad, responsabilidad, bien común, no monopolización de la participación ciudadana y no discriminación. En el Título III, se establecen normas y exigencias de Transparencia Activa para los partidos políticos. El Título IV, se refiere a la constitución de los partidos. El Título V, a la Afiliación. El Título VI regula las órdenes de los partidos políticos. En el Título VII se establece la organización interna de los partidos políticos. El Título VIII regula las votaciones del partido. El Título IX, los pactos y subpactos electorales, alianzas y coaliciones de partidos políticos. El Título X, establece normas para la fusión de los partidos. El Título XI se refiere a la disolución de los Partidos Políticos. El Título XII, a las sanciones. El Título XIII establece el Procedimiento aplicable en caso de infracción a la presente ley. El Título XIV se refiere a la disciplina interna del partido. Finalmente, el Título XV o final, contiene normas de vigencia de la nueva ley de partidos políticos.

Las innovaciones contenidas en el proyecto de ley que se propone respecto de la ley actual son las siguientes:

26. Persona jurídica de derecho público.
En cuanto a la naturaleza jurídica de los partidos, se propone agregar a su carácter de asociaciones voluntarias dotadas de personalidad jurídica, su calidad de permanentes y la circunstancia que su personalidad jurídica sea de derecho público.
Con ello, por una parte, se retoma la tradición de la Constitución de 1925, que le reconocía este carácter.  Por la otra, si bien las personas jurídicas sólo debieran crearse por ley, la ley de las Iglesias (ley Nº 19.638) le reconoce personalidad jurídica de derecho público a las entidades que se organicen conforme al procedimiento que la misma ley define.  En este sentido, darle este tipo de personería jurídica a los partidos no es una innovación radical a nuestro sistema.
27. Objeto amplio.
En relación al objeto y actividades permitidas a los partidos, debe indicarse que actualmente, tienen un objeto acotado y restringido. Mientras la ley vigente concibe a los partidos políticos como una asociación destinada a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, el presente proyecto faculta a los partidos políticos para realizar numerosas otras actividades.

Entre ellas destacan actividades de promoción democrática dentro de la sociedad civil, tales como formación cívica y ciudadana, contribuir a la expresión plural y al ejercicio de las libertades y derechos políticos de los ciudadanos, promover los derechos y libertades fundamentales y el desarrollo de las instituciones democráticas, estudiar y debatir los problemas de la vida política, económica, social y cultural, a nivel nacional e internacional.
Además, se les faculta para mantener medios de comunicación.
Finalmente, se permite a los partidos políticos crear o participar en corporaciones y fundaciones, o centros de estudio u otras asociaciones voluntarias, cuyo objeto sea compatible con el de los partidos políticos, así como para establecer formas de colaboración con entidades públicas y privadas. La colaboración con las entidades públicas sólo podrá tener lugar para efectos específicos y temporales, y éstas estarán obligadas a un tratamiento no discriminatorio ante todos los partidos políticos.
28. Ambito de acción.
Respecto del ámbito de acción de los partidos, mientras la ley vigente sólo permite una actuación en aquellas regiones donde esté legalmente constituido el partido político, el presente proyecto concibe a los partidos como entidades con cobertura nacional.
29. Principios expresos.
Por otra parte, la ley actual no regula obligaciones de los partidos relativas a los derechos humanos ni tampoco los principios que deben informar la acción de los partidos políticos.

Ante ello, el presente proyecto establece, en primer lugar, la obligación de consignar en los estatutos de cada partido político su explícita adhesión y compromiso de cumplimiento de la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás pactos internacionales suscritos y ratificados por Chile relativos a esta materia.
Y en segundo lugar, se establecen claramente como principios de la actuación de los partidos políticos los de voluntad afiliativa, independencia, publicidad o transparencia, libertad de información, democracia interna, libertad organizativa, formalidad, responsabilidad, bien común, no monopolización de la participación ciudadana y no discriminación.
30. Registro de partidos.
En cuanto al Registro, actualmente la ley exige a cada partido un registro de afiliados. En el presente proyecto se agrega, además del registro existente, un Registro Nacional de Partidos Políticos, a cargo del Servicio Electoral, que tendrá publicidad a través de la página Web del servicio.
31. Transparencia.
También estamos avanzando en materia de Transparencia de los partidos políticos. El presente proyecto de ley regula distintos deberes de transparencia activa para los partidos políticos. Así, estos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios Web, los antecedentes actualizados de sus afiliados y estatutos, su estructura orgánica, las funciones de cada uno de sus unidades internas, el monto de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, los aportes, donaciones y toda clase de transferencias públicas y privadas que reciban, el balance anual del partido, las transferencias de fondos que efectúen, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas de manera gratuita, y todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.
32. Constitución de partidos.
En cuanto a la constitución de los partidos políticos, el presente proyecto mantiene la distinción entre partidos en formación y partidos inscritos, pero elimina el procedimiento de oposición a estos, por parte de terceros.  Los partidos tendrán personalidad jurídica, desde el momento de la inscripción. Además, elimina la exigencia de constituir el partido en al menos 8 regiones, o 3 de ellas si son geográficamente continuas. Basta que un partido se inscriba para que exista y puede operar en todo el país.

Entre los requisitos de la constitución, se aumenta de 100 a 200 el número mínimo de ciudadanos inscritos; pero se reduce el porcentaje exigido de 0,5% del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las regiones donde se constituyó, a 0,2% en al menos 3 de las regiones del país. El plazo para reunir este número de afiliados se reduce de 210 a 180 días.
33. Publicidad.
En cuanto a la publicidad de los estatutos del partido, actualmente la ley sólo exige la publicación en el Diario Oficial. El presente proyecto elimina esta publicación y establece, en cambio, que tanto los Estatutos como sus modificaciones serán publicados en el sitio Web del Servicio Electoral y en el sitio Web de los partidos.
Respecto a la publicidad de la nómina de afiliados, la ley actualmente vigente permite únicamente a los afiliados del partido conocer la lista de afiliados. En cambio, el presente proyecto permite a cualquier persona acceder a la nómina, que se publicará en el sitio Web del Servicio Electoral y en la página Web del partido. Para lograr esto se presentó una indicación al proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín Nº 4.716-07), pues la Constitución actual es restrictiva en la materia. Dicha indicación ya fue aprobada por la Comisión de Constitución de la Cámara unánimemente.
34. Afiliado.
Respecto del estatuto de los afiliados, el proyecto permite, en primer lugar, que una persona que se inscribe en el Registro Electoral pueda solicitar, simultáneamente, su inscripción en un determinado partido político. El partido tendrá 45 días para ratificación la afiliación.
En segundo lugar, actualmente la ley de partidos prohíbe absolutamente dar órdenes a los parlamentarios. El presente proyecto, en cambio, faculta a los partidos para que den órdenes a sus militantes, particularmente a sus parlamentarios.

Dicha posibilidad se estructura en base a tres elementos. Desde luego, sólo pueden referirse a los asuntos en que se encuentren directamente comprometidos los principios, el programa o la línea política del partido. Enseguida, serán los estatutos del partido, los que regularán los procedimientos y las oportunidades para dar las respectivas órdenes. Finalmente, no podrán darse dichas órdenes de partido en aquellas materias en que la Constitución Política establezca que el voto del parlamentario deba ser emitido en conciencia.
Dicha posibilidad se funda en que el incumplimiento de las órdenes señaladas constituye una infracción a la disciplina interna del partido. De ahí que el proyecto establezca que su infracción sea sancionada conforme lo establezcan los estatutos.  No trae aparejada, entonces, la pérdida del escaño del parlamentario en el Congreso.

Con ello, se busca mejorar a los partidos y equipararlo al resto de las agrupaciones, pues cualquiera de ellas tiene derecho a disciplinar a sus miembros. Si alguien quiere actuar con independencia, que no milite.  Pero no se puede pertenecer a una asociación para algunas cosas, y marginarse de ella para otra. Eso sólo debilita las organizaciones.
En tercer lugar, el presente proyecto exige que la exclusión de un afiliado sea fundada, a diferencia de la ley actual que no contempla esta exigencia.
35. Pactos y subpactos.
En concordancia con la facultad que se les reconoce a los partidos de constituir pactos, alianzas y coaliciones, el presente proyecto permite expresamente la formación de pactos y subpactos electorales, cuya constitución se efectuará conforme a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios o, según la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, según sea el tipo de elección.

Se permite, además, expresamente la formación de alianzas y coaliciones de partidos políticos. Ésta se efectuará conforma a las reglas de los pactos electorales, con ciertas modalidades especiales.
36. Organización.
En lo que respecta a la organización interna de los partidos, la ley actual señala solamente los órganos mínimos. A través de cada uno de los estatutos, cada partido tiene órganos distintos. 
El presente proyecto de ley, también establece los órganos mínimos; pero, además, efectúa ciertos cambios e innovaciones. De esta forma, dispone que los partidos estarán integrados por una Directiva Central, un Consejo General Nacional, Directivas y Consejos Regionales, Directivas y Consejos Distritales, Tribunales de Disciplina Regionales y un Tribunal Supremo.

No se pudo proponer la organización vía circunscripción de las directivas en las regiones con más de una circunscripción, en atención a que eso generaría complejidades y divisiones artificiales en las regiones que entorpecerían el funcionamiento de los partidos.

37. Elecciones internas.
El presente proyecto de ley, como una manifestación del principio de democracia interna, consagra y regula también las elecciones internas de los partidos.  Así consagra que los candidatos a alcaldes y parlamentarios, deberán elegirse en primarias; que los candidatos a Presidente de la República y concejales podrán elegirse de esta manera si así lo determinan los Estatutos; que los resultados de las primarias serán vinculantes, y que los principales cargos partidarios, serán elegidos directamente por los militantes.
En el Congreso se tramita una reforma constitucional que permite la elección en primarias de los candidatos de una coalición de partidos.

38. Disolución.
Respecto de las causales de disolución de los partidos, el proyecto agrega como causales de disolución, la no renovación de los miembros electivos de los órganos de los partidos políticos, y el no cumplimiento de las normas de transparencia activa.
39. Sanción.
Además de las sanciones de multa, comiso, inhabilidad, disolución, que se pueden aplicar a los partidos, el proyecto contempla una norma residual para el caso de incumplimiento de cualquier norma de la ley que no tenga asignada una sanción específica: la amonestación por escrito. De esta manera se asegura la eficacia de todas las normas del nuevo estatuto de los partidos.
40. Disciplina interna.
Finalmente, el presente proyecto agrega un título completo relativo a la disciplina interna del partido. En él se consagra como principio de ésta que no podrá afectar el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley

Además, se determinan los órganos competentes para conocer de las infracciones que la ley consagra. En primera instancia, conoce el Tribunal de Disciplina Regional y en segunda instancia, conoce el Tribunal Supremo.

Por último, se consagra el deber de cumplir con el debido proceso, la oralidad y la publicidad del procedimiento que se aplique en caso de infracción y el hecho que la resolución en virtud de la cual se expulse al miembro del partido, debe ser fundada.
VIII. parrafos finales.
Los partidos están en el Congreso y en el Ejecutivo. Ellos, con sus aciertos y errores, han definido los destinos del país desde 1990. Eso no tiene nada de malo.  Es la consecuencia de ser una democracia representativa, en que las personas sólo deciden directamente en las votaciones populares. En el intertanto, actúan sus mandatarios.
En estos 17 años, dichos representantes se han preocupado de mejorar la vida de los chilenos.  Sin embargo, no se han preocupado de los partidos a los que están afiliados. Consideramos que es hora de hacerlo y que esta reforma no puede postergarse.

Con este perfeccionamiento no sólo estaremos potenciando a los partidos, sino mejorando nuestro propio proceso de decisiones públicas y, con ello, la vida común y corriente de las personas.  No queremos para Chile caudillos populistas o líderes que no tengan sólidas bases para gobernar y administrar.
En mérito de lo anterior, someto a vuestra consideración, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
“ARTICULO PRIMERO.-
Apruébase la siguiente Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos:

TITULO I

De los partidos políticos, de su objeto y de su ámbito de acción

Artículo 1°.-
Los partidos políticos son personas jurídicas de derecho público, que se constituyen como asociaciones voluntarias y permanentes de ciudadanos que comparten una misma doctrina política de gobierno, y que tienen por objeto contribuir al funcionamiento del régimen democrático constitucional y ejercer una legítima influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional.
Artículo 2º.-
Para el cumplimiento de su objeto, los partidos políticos podrán:

a)
Presentar programas políticos y preparar programas electorales de gobierno y de administración;

b)
Ejecutar las actividades conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular;

c)
Participar en los procesos electorales y plebiscitarios en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva;

d)
Presentar candidaturas para los órganos electivos de representación democrática;

e)
Presentar ante los habitantes del país y ante las autoridades que establecen la Constitución y las leyes, sus iniciativas y criterios de acción frente a asuntos de interés público;

f)
Contribuir a la expresión plural y al ejercicio de las libertades y derechos políticos de los ciudadanos y a la formación cívica ciudadana;

g)
Contribuir a la promoción de los derechos y libertades fundamentales y al desarrollo de las instituciones democráticas;

h)
Estudiar y debatir los problemas de la vida política, económica, social y cultural, a nivel nacional e internacional;

i)
Cooperar, a requerimiento de los Senadores y Diputados, en las labores que éstos desarrollen;

j)
Contribuir a la formación de ciudadanos capacitados para asumir responsabilidades públicas;

k)
Constituir pactos o subpactos electorales, coaliciones o alianzas políticas, con otros partidos políticos;

l)
Asociarse con partidos extranjeros o integrar alianzas internacionales de partidos;

m)
Crear o participar en corporaciones y/o fundaciones, centros de estudio u otras asociaciones voluntarias, cuyo objeto sea compatible con las actividades permitidas a los partidos políticos;

n)
Mantener medios de comunicación;

ñ)
Establecer formas de colaboración con entidades públicas y privadas respetando la autonomía y la independencia mutuas. La colaboración entre partidos políticos y entidades públicas sólo podrá tener lugar para efectos específicos y temporales. Las entidades públicas estarán obligadas a un tratamiento no discriminatorio ante todos los partidos políticos, y

o)
Efectuar las demás actividades que sean complementarias a las anteriores y que no estén prohibidas por la Constitución o las leyes.

Lo dispuesto en los incisos anteriores no impedirá a las personas naturales presentar candidaturas independientes para optar a cargos de elección popular. Tampoco impedirá a aquéllas ni a otras personas jurídicas hacer valer, ante los habitantes del país o ante las autoridades que la Constitución y las leyes establecen, su criterio frente a la conducción del Estado y otros asuntos de interés público, o desarrollar las actividades mencionadas en las letras d), e), f), g), h), i), j) y n), siempre que ello no implique, por su alcance y su habitualidad, el funcionamiento de hecho de organizaciones con las características de un partido político.
Artículo 3º.-
Todo partido político deberá consignar en sus estatutos su explícita adhesión a la Declaración de los Derechos Humanos y demás pactos internacionales suscritos y ratificados por Chile que se refieran a esta materia y su compromiso en la promoción de su efectivo cumplimiento y respeto del régimen democrático constitucional del país.
Artículo 4º.-
Ninguna persona podrá ser discriminada ni perseguida por estar afiliada a un partido político.
Artículo 5º.-
Los partidos políticos existirán como tales cuando se hubieren constituido legalmente de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley.
TITULO II

De los principios que regulan la acción de los partidos políticos

Artículo 6º.-
Los partidos políticos deberán someter su actuar a los siguientes principios:

a)
Voluntad filiativa, de acuerdo al que los partidos políticos son asociaciones voluntarias, por lo cual ninguna persona podrá ser obligada a afiliarse ni a permanecer en un determinado partido político.

b)
Independencia, conforme al cual, los partidos políticos son autónomos para dictar sus estatutos, los que deberán ajustarse a lo dispuesto en la Constitución y en la normativa que les sea aplicable; y para actuar conforme a las normas antes referidas. No subordinarán su acción, actuaciones ni procedimientos, a otras organizaciones públicas o privadas, nacionales ni extranjeras.

c)
Publicidad o transparencia, conforme al cual toda la información en poder de los partidos políticos se presume pública, a menos que esté sujeta a las excepciones establecidas por la Constitución o la ley. Por lo tanto, los partidos políticos deberán proporcionar información en los términos más amplios posibles, excluyendo sólo aquello que esté sujeto a las excepciones referidas.

d)
Libertad de información, de acuerdo al que toda persona goza del derecho a acceder a la información que obre en poder de los partidos políticos, con las solas excepciones o limitaciones señaladas.

e)
Democracia interna, conforme al cual la organización y el funcionamiento de los partidos políticos se regirán por normas y procedimientos democráticos que hagan efectivo el libre debate de ideas, la participación y la representación de todos los afiliados, debiendo conformarse los respectivos estatutos a las normas de la presente ley.

f)
Libertad organizativa, en virtud del cual la organización y funcionamiento de los partidos políticos se regirán por sus propios estatutos, los que deberán adecuarse a las normas de la ley.

g)
Formalidad, de acuerdo al que los partidos políticos deberán sujetarse a la Constitución y a la ley en lo relativo a su existencia, funcionamiento, fusión, disolución y demás materias reguladas por el ordenamiento jurídico.

h)
Responsabilidad, conforme al cual el incumplimiento de las obligaciones que esta ley impone a los partidos políticos, origina responsabilidades y da lugar a las sanciones que establezca el ordenamiento jurídico.

i)
Bien común, de acuerdo al que tienen por fin contribuir al funcionamiento del régimen democrático constitucional y ejercer una legítima influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir el interés nacional.

j)
No monopolización de la participación ciudadana, conforme al cual no se impide a los independientes acceder a cargos de elección popular. Tampoco impide manifestación de criterios de las personas, naturales o jurídicas, respecto de la conducción del Estado o de otros asuntos de interés público.

k)
No discriminación, de acuerdo al que todos los afiliados en un partido político, tienen iguales derechos. Asimismo, los partidos políticos no podrán negar la afiliación ni determinar la expulsión, en razón de ascendencia, sexo, raza, lengua, territorio de origen, religión, instrucción, situación económica, condición social o cualquier otra distinción arbitraria. Lo anterior, sin perjuicio del derecho del partido a negar la inscripción o, a proceder a la expulsión, de aquella persona cuyas actuaciones sean contrarias al programa y línea política del partido.

TITULO III

De la Transparencia Activa

Artículo 7º.-
Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, y siempre que la Constitución y la ley no lo impida, los siguientes antecedentes actualizados:

a)
Sus afiliados;

b)
Sus estatutos;

c)
Su estructura orgánica;

d)
Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos;

e)
El monto de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados;

f) Los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción;

g) Su balance anual;

h) Las transferencias de fondos que efectúen, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, sin que éstas o aquéllas realicen una contraprestación recíproca en bienes o servicios, y

i) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.

La información anterior deberá incorporarse en los sitios electrónicos en forma completa, actualizada, desglosada por circunscripciones y distritos, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.

Los sitios electrónicos de las regiones y distritos, provincias o comunas, deberán estar en línea con el sitio electrónico nacional.
Artículo 8º.-
Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Director del Servicio Electoral si alguno de los partidos políticos no informa lo prescrito en el artículo anterior. El Director dará un plazo al partido para enviar esta información al Servicio Electoral y para subirla al sitio electrónico del respectivo partido. El plazo que podrá otorgar el Director, será de 5 días corridos.

Si transcurrido el plazo el partido no hubiere dado cumplimiento a lo ordenado, el Director del Servicio enviará los antecedentes al Tribunal Electoral. El Tribunal iniciará de oficio el procedimiento regulado en el Título XIII de la presente ley, pudiendo aplicar las sanciones respectivas si corresponde.
Artículo 9º.-
Los órganos encargados del control interno de partidos, tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este Título, sin perjuicio de las atribuciones y funciones que esta ley encomienda al Servicio Electoral.
TITULO IV

De la constitución de los partidos políticos

Artículo 10.-
Los partidos políticos quedarán legalmente constituidos por el solo hecho de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos y gozarán de personalidad jurídica de derecho público, por el sólo ministerio de la ley, desde la fecha de esa inscripción.
Artículo 11.-
Para constituir un partido político, sus organizadores, que deberán ser a lo menos doscientos ciudadanos inscritos en los Registros Electorales y que no pertenezcan a otro partido existente, procederán a extender una escritura pública que contendrá las siguientes menciones:

a)
Individualización completa de los comparecientes;

b)
Declaración de la voluntad de constituir un partido político;

c)
Nombre del partido y, si los tuviere, sigla, lema y descripción literal del símbolo;

d)
Declaración de principios del partido;

e)
Estatuto del mismo, y

f)
Nombres y apellidos de las personas que integran la Directiva Central y el Tribunal Supremo provisionales; constitución de un domicilio común para todas esas personas y normas para reemplazarlas o subrogarlas en caso de fallecimiento, renuncia o imposibilidad definitiva o transitoria que se produzcan antes de la inscripción del partido. Las personas que integren la Directiva Central y el Tribunal Supremo provisionales deberán concurrir al otorgamiento de la escritura pública a que se refiere este inciso.

Simultáneamente con el otorgamiento de la escritura pública, se procederá a protocolizar el facsímil del símbolo, la sigla y el lema que distinguirán al partido, si los tuviere.

Dentro de tercer día hábil de otorgada la escritura, una copia autorizada de ella y de la protocolización señalada en el inciso anterior, si la hubiere, deberán ser entregados por la Directiva Central provisional del partido al Director del Servicio Electoral. La misma información y antecedentes deberán ser entregados en medios electrónicos.

Si la escritura contiene todas las menciones indicadas en el inciso primero de este artículo, y si sus estatutos y declaraciones de principios se ajustan a esta ley, el Director dispondrá la publicación de la escritura y protocolización indicadas en el inciso precedente, en el sitio electrónico del Servicio Electoral. En caso contrario, ordenará que se subsanen los reparos que formule dentro del plazo de 10 días hábiles.

Subsanadas las observaciones formuladas dentro del referido plazo, el Director ordenará la publicación en el sitio electrónico del Servicio Electoral de la información referida en los incisos anteriores.

Desde la fecha de la publicación se entenderá que el partido se encuentra en formación, pudiendo divulgar a través de los medios de comunicación social los postulados doctrinarios y programáticos de la entidad y llamar a los ciudadanos a afiliarse a ella, indicando la forma y plazo en que podrán hacerlo.

La administración y la eventual liquidación del patrimonio de un partido político en formación se regirán por sus estatutos.
Artículo 12.-
El partido político dispondrá de un plazo de ciento ochenta días, contados desde su inscripción, para tener un número de afiliados equivalente, a lo menos, al 0,2 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en a lo menos tres regiones del país, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.


La afiliación al partido se efectuará mediante declaración suscrita por cada ciudadano inscrito en los Registros Electorales ante cualquier notario de la región respectiva, ante un oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario, o ante el Secretario de la respectiva Junta Inscriptora del Servicio Electoral, si al momento de la inscripción en los Registros Electorales, se solicita, además, la afiliación a un partido político.

Las declaraciones podrán ser individuales o colectivas, salvo en el último caso del inciso anterior, en el que sólo podrán ser individuales.

Las declaraciones contendrán, respecto de cada afiliado, su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada afiliado deberá acreditar personalmente ante el ministro de fe su condición de ciudadano inscrito en los Registros Electorales de la Región respectiva y declarar bajo juramento no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación, ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos 200 días.

La Directiva Central provisional podrá excluir, por resolución fundada que se publicará en el diario oficial, a cualquier afiliado que haya suscrito la declaración a que se refiere este artículo. De esta decisión, podrá reclamarse ante el Director del Servicio Electoral dentro del plazo de 5 días hábiles. Sin embargo, la reclamación interpuesta no suspenderá los efectos de la resolución de exclusión. El ciudadano excluido no será considerado como afiliado al partido para efecto alguno.
Artículo 13.- 
Cumplidos los requisitos a que se refieren los artículos 11 y 12, y reunido el número de afiliados a que alude este último artículo, se solicitará al Director del Servicio Electoral que proceda a inscribir el partido en el Registro de Partidos Políticos. La solicitud deberá ser firmada por el presidente y por el secretario del partido en formación. 

Si transcurridos tres días hábiles contados desde la expiración del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo precedente, no se hubiere dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, caducará el derecho a la inscripción. El notario hará constar esta circunstancia al margen de la escritura correspondiente, a requerimiento del Director del Servicio Electoral.

A la solicitud de inscripción deberá acompañarse el original o una fotocopia autorizada por notario de las declaraciones de que trata el artículo 12, en la forma que determinen las instrucciones que para el efecto dicte el Director del Servicio Electoral. Con estas declaraciones se confeccionará una nómina de afiliados.
Artículo 14.-
Dentro de los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo establecido en el artículo precedente, el Director del Servicio Electoral deberá pronunciarse sobre la solicitud, acogiéndola o rechazándola en resolución fundada, que será publicada dentro de tercer día hábil en la página Web del Servicio.
Artículo 15.-
El rechazo de la solicitud sólo podrán fundarse en el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones establecidas en los artículos 5°, 11, 12, 13, 14, 17, 22 y las del Título VII, según corresponda.

Los solicitantes podrán apelar, para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, de las resoluciones que acojan o rechacen una solicitud.

La apelación deberá ser deducida por escrito ante el Director del Servicio Electoral dentro de cinco días hábiles de efectuada la publicación de la resolución respectiva, debiendo ser remitidos los autos al Tribunal Calificador de Elecciones dentro de tercer día.
Artículo 16.-
Si acogida la solicitud, no se hubiere deducido apelación o ésta hubiere sido rechazada por el Tribunal Calificador de Elecciones, el Director del Servicio Electoral procederá de inmediato y sin más trámite a inscribir al partido en el Registro de Partidos Políticos.

Si el Director del Servicio Electoral no efectuare la inscripción de que trata el inciso anterior dentro del plazo de tres días hábiles, el presidente del partido podrá solicitar al Tribunal Calificador de Elecciones que le ordene practicarla, sin perjuicio de las responsabilidades del Director del Servicio Electoral.

Si el Director del Servicio Electoral no diere lugar a la solicitud y no se hubiere deducido apelación, o ésta hubiere sido rechazada por el Tribunal Calificador de Elecciones, aquél procederá sin más trámite a ordenar el archivo de los antecedentes.
Artículo 17.-
El partido en formación cuya solicitud hubiere sido rechazada por resolución firme, podrá subsanar las deficiencias en que se hubiere fundado la resolución y formular una nueva solicitud basada en los antecedentes ya presentados y en los que acrediten que las deficiencias han sido subsanadas. Esta solicitud deberá ser presentada dentro de dos meses de notificada la resolución firme antes aludida y se regirá por lo dispuesto en los artículos 14 a 16 inclusive. Si fuere rechazada en definitiva, no podrá ejercerse nuevamente el derecho que confiere este inciso. 

Para el efecto de subsanar esas deficiencias, la Directiva Central Provisional del partido en formación podrá ser facultada para introducir modificaciones en el nombre, sigla, símbolo, lema o estatuto del mismo y para completar el número de afiliados por Regioneses exigido por la ley, siempre que no falte más de un diez por ciento de los mínimos exigidos por el inciso primero del artículo 12.
Artículo 18.-
El nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema de un partido no podrán presentar igualdad ni manifiesta similitud gráfica o fonética, con los de partidos ya inscritos, ni llevar el nombre o hacer referencia a personas vivas o fallecidas.

No serán aceptados como nombres, siglas, símbolos ni lemas los siguientes:

a)
El Escudo de Armas de la República, su Lema o la Bandera Nacional;

b)
Fotografías o reproducciones de la figura humana o que permitan identificar a personas vivas o fallecidas;

c)
Imágenes contrarias a la moral, a las buenas costumbres o al orden público, e

d)
Imágenes religiosas.
Artículo 19.-
Los derechos que correspondan a los partidos políticos en materia de elecciones y de plebiscitos, sólo podrán ser ejercidos por aquellos que se encontraren inscritos en el Registro de Partidos Políticos al vencimiento del correspondiente plazo para la presentación de candidaturas o a la fecha de convocatoria a plebiscito, según el caso.
Artículo 20.-
Los partidos políticos deberán enviar al Director de Servicio Electoral, copia autorizada de la escritura que contiene las modificaciones de sus estatutos y un texto de los mismos que contenga dichas actualizaciones, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha de la respectiva modificación. Los documentos señalados anteriormente, deberán ser entregados, además, en medios electrónicos.

El Servicio Electoral publicará en su sitio electrónico, los días 1° y 15° de cada mes, o el día hábil siguiente si éstos fueren domingos o feriados, las modificaciones de los estatutos, junto con el texto actualizado que las contenga.
Artículo 21.-
El Servicio Electoral  administrará el Registro de Partidos Políticos, el cual deberá contener, por cada partido inscrito, al menos, la siguiente información:

a)
Individualización completa de los organizadores y afiliados de un partido político;

b)
Nombre del partido y, si los tuviere, sigla, lema y descripción literal del símbolo;

c)
Declaración de principios del partido;

d)
Estatutos originales, modificaciones de los mismos y el texto actualizado con todas las modificaciones estatutarias;

e)
Nombres y apellidos de las personas que integran los órganos del partido, y

f)
Las demás menciones que se requieran para administrar el registro y para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley.
TITULO V

De la Afiliación
Artículo 22.-
Para afiliarse a un partido político se requiere ser ciudadano inscrito en los Registros Electorales.

Sin embargo, lo partidos podrán aceptar, si así lo disponen sus Estatutos, que puedan afiliarse a ellos personas que hubiesen perdido la ciudadanía por haber sido condenadas a pena aflictiva.

Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los funcionarios y empleados de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral.

Las personas que, estando afiliadas a un partido político, ingresaren a alguna de las instituciones señaladas en el inciso precedente, cesarán de pleno derecho en su carácter de afiliadas a aquél. En los casos precedentemente señalados, antes de asumir el cargo, las personas deberán prestar declaración jurada sobre el hecho de estar o no afiliadas a un partido político.

Con el mérito de dicha declaración jurada, las instituciones y organismos mencionados deberán, cuando corresponda, comunicar tal circunstancia al Director del Servicio Electoral y éste al partido político respectivo, el cual deberá cancelar la correspondiente afiliación.

Los que prestaren falsa declaración serán sancionados con la pena establecida en el artículo 210 del Código Penal.

Los ciudadanos, mientras cumplan el servicio militar obligatorio, no podrán afiliarse a partido político alguno. Si quienes ingresaren al servicio militar se hubieren afiliado con anterioridad, se suspenderán durante el período de conscripción los derechos y obligaciones emanados de su afiliación.
Artículo 23.-
Ningún ciudadano podrá estar afiliado a más de un partido. Para afiliarse a otro partido se deberá renunciar expresamente a la afiliación anterior, sin cuyo requisito la nueva será nula.

Todo afiliado a un partido político podrá renunciar a él, en cualquier momento, sin expresión de causa. La renuncia producirá la desafiliación por el solo hecho de ser presentada al presidente del partido o al Director del Servicio Electoral. En este último caso, este funcionario deberá notificar la renuncia, por carta certificada, al presidente del partido.

Una vez inscrito el partido en el registro de partidos políticos, la afiliación se realizará de acuerdo a lo establecido en el artículo 12 de la presente ley.
Artículo 24.-
Los partidos políticos estarán obligados a llevar un registro general actualizado de todos sus afiliados, ordenado por circunscripciones y distritos. Deberán, asimismo, proporcionar un duplicado de este registro al Director del Servicio Electoral y comunicar a dicho funcionario las nuevas afiliaciones y las desafiliaciones que, por cualquier causa se produjeran, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes.

TITULO VI

De las órdenes de los partidos políticos

Artículo 25.-
Los partidos políticos regularán en sus estatutos el procedimiento y las oportunidades en que sus órganos directivos nacionales puedan dar órdenes de partido a sus militantes parlamentarios. El procedimiento siempre deberá contemplar la audiencia y participación de los parlamentarios del partido.

Dichas órdenes sólo podrán referirse a los asuntos en que se encuentren directamente comprometidos los principios, el programa o la línea política definida y aprobada por sus órganos regulares.

No podrán darse órdenes de partido en aquellas materias en que la Constitución Política de la República establezca que el voto del parlamentario deba ser emitido en conciencia.
Artículo 26.-
Los partidos políticos no podrán dar órdenes ni exigir el cumplimiento de los deberes que como afiliados correspondan al Presidente de la República, Ministros de Estado, Subsecretarios, Embajadores, Intendentes, Gobernadores, Alcaldes, miembros de los Consejos Regionales y de los Consejos Municipales, y a los funcionarios de los servicios públicos que sean de la exclusiva confianza del Presidente de la República. Esta limitación durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de su cargo, y cesará de pleno derecho, una vez que se alejen de él.
TITULO VII

De la organización interna de los partidos políticos

Artículo 27.-
Los partidos políticos estarán integrados, a lo menos, por los siguientes órganos:

a)
Una Directiva Central;

b)
Un Consejo General Nacional;

c)
Directivas y Consejos Regionales;

d)
Directivas y Consejos Distritales, Provinciales o Comunales, según lo determinen los Estatutos;

e)
Tribunales de Disciplina Regionales, y

f)
Un Tribunal Supremo.
Artículo 28.-
La Directiva Central estará compuesta a lo menos de un Presidente, dos Vicepresidentes, un Secretario y un Tesorero. La Directiva Central tendrá las siguientes funciones:

a)
Dirigir el partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos;

b)
Administrar los bienes del partido, rindiendo cuenta anual de ella ante el Consejo General Nacional;

c)
Someter a la aprobación del Consejo General Nacional los reglamentos internos del partido;

d)
Proponer la disolución del partido;

e)
Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo General Nacional;

f)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y

g)
Las demás funciones que establezca la ley.

Corresponderán a su Presidente las siguientes facultades:

a)
La gestión política del partido;

b)
La representación judicial y extrajudicial del partido;

c)
Dar a conocer a la opinión pública los acuerdos y definiciones políticas del partido;

d)
Convocar y presidir las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Directiva Central;

e)
Presidir las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo General Nacional;

f)
Delegar una o más de sus funciones, en uno o más miembros de la Directiva Central;

g)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y

h)
Las demás funciones que establezca la ley.
Artículo 29.-
El Consejo General Nacional tendrá carácter normativo y resolutivo, y estará integrado, a lo menos, por los senadores y diputados en ejercicio del partido, la Directiva Central, los miembros de los Consejos Regionales y los miembros de los Consejos Distritales. Los Ministros de Estado que pertenezcan al partido, podrán asistir a las sesiones del Consejo, pero sólo tendrán derecho a voz.

Al Consejo General Nacional, le corresponderán las siguientes atribuciones:

a)
Impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, que serán obligatorios para la Directiva Central;

b)
Aprobar o rechazar el correspondiente balance anual;

c)
Aprobar o rechazar modificaciones a los estatutos del partido por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio;

d)
Proponer modificaciones a las declaraciones de principios y programa partidarios, como asimismo las proposiciones de alianzas, pactos electorales y fusión con otro u otros partidos, los que deberán ser aprobados por los respectivos afiliados;

e)
Recibir, anualmente la cuenta política de la Directiva Central y pronunciarse sobre ella;

f)
Deliberar y proponer a los militantes el candidato a Presidente de la República del partido;

g)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y

h)
Las demás funciones que establezca la ley.
Artículo 30.-
En cada circunscripción senatorial establecida en la ley orgánica respectiva, existirá una Directiva y un Consejo Regional. En las regiones que comprendan más de una circunscripción senatorial, habrá siempre una sola Directiva y un solo Consejo Regional.

La Directiva Regional estará integrada a lo menos por un Presidente, dos Vicepresidentes, un Secretario y un Tesorero.

Los miembros de la Directiva Regional serán elegidos en votación directa por los afiliados del partido que tengan su inscripción electoral en las circunscripciones correspondientes a la respectiva región.

El Consejo Regional estará integrado por la Directiva Regional, los Consejeros Regionales elegidos en forma directa por los afiliados de la región, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto y los miembros de las Directivas Distritales. El o los intendentes regionales de las respectivas circunscripciones, que pertenezcan al partido, podrán asistir a las sesiones del Consejo, pero sólo tendrán derecho a voz.

Corresponderá a la Directiva Regional las siguientes funciones:

a)
Supervigilar las actividades que desarrollen las Directivas y Consejos Distritales que funcionen en la región;

b)
Convocar a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo Regional;

c)
Someter a conocimiento del Tribunal Disciplinario Regional las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria, cometidas por los afiliados de la región;

d)
Rendir cuenta, por lo menos una vez al año, al Consejo Regional de las actividades desarrolladas en la región, especialmente, en lo relativo a su gestión y a la situación política y electoral de la región;

e)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y

f)
Las demás funciones que establezca la ley.

Al Consejo Regional le corresponderán las siguientes atribuciones:

a)
Deliberar y proponer a los militantes de la región, los candidatos a Senadores por las circunscripciones que comprenda la región, en base a las propuestas efectuadas por los Consejos Distritales;

b)
Conocer, por lo menos una vez al año, sobre la cuenta de los Senadores, de los Consejeros que representen al partido en el Gobierno Regional y de la Directiva Regional;

c)
Las demás funciones que establezca la ley, y 

d)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley.
Artículo 31.-
En cada distrito electoral, provincia o comuna, existirá una Directiva y un Consejo Distrital, Provincial o Comunal, según lo determinen los Estatutos, en adelante la Directiva y el Consejo Local.

La Directiva Distrital estará integrada, a lo menos, por un Presidente, dos Vicepresidentes, un Secretario y un Tesorero.

Estos serán elegidos en votación directa por los afiliados del partido que tengan su inscripción electoral en el distrito correspondiente, de conformidad a lo señalado en sus estatutos.

El Consejo Local estará integrado por la Directiva Local y los Consejeros Locales elegidos directamente por los afiliados del distrito, provincia o comuna, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto.

A la Directiva Local le corresponderán las siguientes funciones:

a)
Dar cumplimiento a los acuerdos de los Consejos Regionales y del Consejo General Nacional, así como a las instrucciones de la Directiva Central;

b)
Proponer al Consejo Local programas de acción política, y ejecutarlos, una vez aprobados;

c)
Convocar a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo Local;

d)
Informar a la Directiva Regional sobre las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria, cometidas por los afiliados de la localidad, a fin que aquella las ponga en conocimiento del Tribunal Disciplinario Regional;

e)
Rendir cuenta, por lo menos una vez al año, al Consejo Local de las actividades desarrolladas en el distrito, especialmente, en lo relativo a su gestión y a la situación política y electoral de la localidad;

f)
Velar porque los afiliados de la localidad sean oportuna y periódicamente informados de las actividades del partido, específicamente, de los acuerdos adoptados por los Consejos Local y Regional respectivos, así como por el Consejo General Nacional, y de las instrucciones emanadas de la Directiva Central;

g)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y 

h)
Las demás funciones que establezca la ley.

Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones:

a)
Deliberar y proponer a los militantes del distrito, los candidatos a Diputados del distrito, y los candidatos a alcaldes y concejales de la respectiva localidad;

b)
Conocer, por lo menos una vez al año, sobre la cuenta de los Diputados y de los Alcaldes y Concejales correspondientes al distrito;

c)
Todas las demás facultades que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contradictorias con la presente ley, y

d)
Las demás funciones que establezca la ley.
Artículo 32.-
Los partidos políticos tendrán un Tribunal Supremo cuyos integrantes serán elegidos directamente por los afiliados del partido, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto.

El Tribunal Supremo tendrá, a lo menos, un Presidente y un Vicepresidente. También nombrará un Secretario, con carácter de ministro de fe.

Al Tribunal Supremo corresponderán, además de las otras atribuciones que le asigna esta ley o que le otorguen los estatutos del partido, las siguientes:

a)
Interpretar los estatutos y reglamentos;

b)
Conocer de las cuestiones de competencia que se susciten entre autoridades u organismos del partido; 

c)
Conocer y resolver, en segunda instancia, de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que sean estimados violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados;

d)
Conocer y resolver, en segunda instancia, de las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que comprometan los intereses o el prestigio del partido, y

e)
Controlar el correcto desarrollo de las elecciones y votaciones partidistas y dictar las instrucciones generales o particulares que para tal efecto correspondan.
Artículo 33.-
Los partidos políticos tendrán Tribunales de Disciplina Regionales cuyos integrantes serán elegidos directamente por los afiliados del partido, según las normas que se establezcan en el respectivo estatuto.

Cada Tribunal de Disciplina Regional tendrá, a lo menos, un Presidente y un Vicepresidente. También nombrará un Secretario, con carácter de ministro de fe.

A los Tribunales de Disciplina Regionales les corresponderá, además de las otras atribuciones que le asigna esta ley, las siguientes:

a)
Conocer y resolver de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que sean estimados violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados; y

b)
Conocer y resolver de las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que comprometan los intereses o el prestigio del partido y aplicar las medidas disciplinarias que los estatutos señalen.
TITULO VIII

De las votaciones del partido
Párrafo 1°
De las votaciones y elecciones internas

Artículo 34.-
Corresponderá a los afiliados pronunciarse sobre las declaraciones de principios y programa partidarios, así como de las proposiciones de alianzas, pactos y subpactos electorales y fusión con otro u otros partidos.

Este pronunciamiento se sujetará a lo dispuesto en el respectivo estatuto, observándose en todo caso el principio de igualdad de derechos de todos los afiliados y el carácter igualitario del valor de su voto. El voto será libre, secreto e informado.
Artículo 35.-
Los cargos correspondientes a los órganos internos del partido, serán elegidos, en todos los niveles partidarios, directamente por los militantes.

Para dichos efectos, los partidos habrán de observar el principio de igualdad de derechos de todos los afiliados y el carácter igualitario del valor del sufragio, esto es, un militante un voto y cada voto con igual valor de resultado.

El voto será libre, secreto e informado.
Artículo 36.-
Las elecciones de las autoridades nacionales, regionales y distritales deberán realizarse periódicamente, a través de votación directa, debiendo utilizarse métodos de escrutinio que aseguren una representación proporcional de los distintos sectores partidarios.

El mandato de dichas autoridades no podrá exceder de tres años y no podrán ser reelegidas para el mismo cargo u órgano más de una vez.
Párrafo 2°
De las elecciones primarias internas para cargos de elección popular
Artículo 37.-
Los candidatos a alcaldes y parlamentarios deberán ser determinados por elecciones primarias en cada partido. Podrán votar en dichas elecciones los afiliados al respectivo partido, que tengan cumplidos 18 años de edad el día de la elección.  El candidato a Presidente de la República y los concejales podrán ser elegidos bajo esta modalidad conforme lo determine el Estatuto, en cuyo caso, los resultados de dichas votaciones serán obligatorios.

En la elección de candidatos a Diputado, Senador o Alcalde, votarán sólo aquellos afiliados que, cumpliendo con los requisitos anteriores, residan en el respectivo distrito o circunscripción o comuna, según sea el caso, a lo menos durante los dos últimos años.

Los estatutos de los partidos podrán permitir que en las elecciones primarias participen personas independientes. Los estatutos establecerán los requisitos que deberán cumplir éstos independientes.  En todo caso, tratándose de elecciones de candidatos a parlamentarios y alcaldes, deberán ser ciudadanos inscritos en los registros electorales que residan en el respectivo distrito, circunscripción o comuna, según corresponda, a lo menos durante los dos últimos años.

Artículo 38.-
En las elecciones primarias internas los partidos habrán de observar el principio de igualdad de derechos de todos los afiliados y el carácter igualitario del valor del sufragio, esto es, un militante un voto y cada voto con igual valor de resultado.

El voto será libre, secreto e informado.
Artículo 39.-
Los estatutos de cada partido deberán regular las declaraciones de candidaturas; las cédulas electorales; las mesas receptoras de sufragio y su instalación; la designación de vocales de mesa; los locales de votación; los útiles electorales; el acto eleccionario, que en todo caso deberá efectuarse dentro del período señalado en el artículo 53 de la presente ley; la votación, y el escrutinio.

Sin perjuicio de lo anterior, el escrutinio será público y deberá realizase en el mismo lugar en que la mesa hubiere funcionado, en presencia de los candidatos presentes y de quienes deseen concurrir a dicho acto.
Artículo 40.-
Cualquier afiliado elector podrá interponer reclamaciones de nulidad, ante el Tribunal Disciplinario Regional competente, en el caso de elecciones de candidato a Diputado, Senador o Alcalde, y ante el Tribunal Disciplinario Regional Metropolitano, tratándose de la elección de candidato a Presidente de la República.

Las reclamaciones contra las elecciones se fundarán en actos que las hubieren viciado, relacionados con: a) la elección o funcionamiento de las mesas receptoras; b) el escrutinio de cada mesa; c) actos de las autoridades del partido o de personas que hayan coartado la libertad de sufragio; d) falta de funcionamiento de mesas, y e) práctica de cohecho, de soborno o uso de fuerza y de violencia.

Las reclamaciones derivadas de los hechos anteriores sólo procederán si los mismos hubieren dado lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de la que habría resultado si la manifestación de la voluntad electoral hubiere estado libre del vicio alegado.
Artículo 41.-
Del mismo modo, cualquier afiliado elector podrá solicitar la rectificación de escrutinios en que se haya incurrido en omisiones o en errores aritméticos.

Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones, deberán presentarse, indicando los hechos que le sirvan de fundamento, dentro de los cinco días siguientes al de la elección.

No se requerirá patrocinio de abogado para deducir solicitud de rectificación y reclamos de nulidad.
Artículo 42.-
El Tribunal Disciplinario Regional deberá pronunciarse acerca de si acoge o no a tramitación las solicitudes que se le presentaren dentro de los dos días siguientes a tomar conocimiento de ellas.

Las resoluciones que dicte se notificarán mediante su inclusión en un estado que deberá formarse y fijarse, para dichos efectos, en la sede oficial del partido correspondiente al distrito, circunscripción senatorial, o, en la sede nacional, según se trate de solicitudes o reclamaciones relativas a elecciones de candidato a Diputado, Senador o Presidente de la República, con indicación de la fecha en que se forme, mencionándose el número de orden que le corresponda a la solicitud en que se hubiere dictado resolución en el rol general, expresándose el nombre de la o las personas que hubieren presentado la solicitud y el número de resoluciones que se hubieren dictado en cada una de ellas, todo ello firmado por el Secretario del Tribunal.

Tratándose de las elecciones de candidatos a alcaldes y concejales, el estado diario será fijado en la sede oficial del partido, correspondiente a la respectiva localidad.


Las resoluciones del Tribunal Disciplinario Regional sobre la admisibilidad de la solicitud o reclamación no serán susceptibles de recurso alguno.
Artículo 43.-
Dentro del plazo fatal de cinco días contado desde la resolución que se pronuncie sobre la admisibilidad, se rendirán ante el Tribunal Disciplinario Regional las informaciones y contrainformaciones que se produzcan.
Artículo 44.-
El Tribunal Disciplinario Regional correspondiente, a las diez de la mañana del quinto día siguiente a la fecha en que se verifique la elección, deberá constituirse, a fin de conocer del escrutinio general y de la calificación del proceso, y de resolver las reclamaciones y efectuar las rectificaciones a que hubiere lugar.
Artículo 45.-
El Tribunal Disciplinario Regional se abocará al conocimiento del escrutinio general de la elección y su calificación, a fin de cumplir este cometido dentro del plazo de veinte días.
Artículo 46.-
Para practicar el escrutinio general, el Tribunal Disciplinario Regional observará las siguientes reglas:

a)
Si dispusiere de las actas de todas las mesas que debieron funcionar, practicará el escrutinio general a base de aquéllas sin más trámite, siempre que no existiere reclamación; 

b)
Si no se dispusiere del acta de una o más  mesas receptoras de sufragios, se requerirá la remisión de todas las actas que faltaren, y procederá a completar el escrutinio general;

c)
En defecto de las normas precedentes, practicará públicamente el escrutinio en conformidad a las disposiciones de esta ley.
Artículo 47.-
El Tribunal Disciplinario Regional apreciará los hechos en conciencia y al tenor de la injerencia que, a su juicio, ellos hayan tenido en el resultado de la elección. Con el mérito de los antecedentes declarará válida o nula la elección y sentenciará conforme a derecho.

Los hechos, defectos o irregularidades que no tuvieran injerencia en el resultado general de la elección, sea que hayan ocurrido antes, durante o después de la votación, no darán mérito para declarar su nulidad.
Artículo 48.-
Cuando el Tribunal Disciplinario Regional declare nula la votación en una o más mesas, mandará repetir la o las anuladas sólo en el caso de que ella o ellas den lugar a una decisión electoral diferente. La votación se repetirá sólo en las mesas afectadas.
Artículo 49.-
En la repetición, las mesas receptoras afectadas funcionarán con la misma integración que hubieren tenido en la votación anulada, salvo que la declaración de nulidad se fundare en la circunstancia de ser nulo el nombramiento de las mesas mismas, o en la adulteración o falsificación del escrutinio, o en el cohecho de los miembros de las mesas, casos en los cuales se renovará el nombramiento, de acuerdo a lo dispuesto en los estatutos del partido, tan pronto como lo resuelva el Tribunal.

Los escrutinios se repetirán por las mesas que corresponda.
Artículo 50.-
Las resoluciones del Tribunal Disciplinario Regional sobre solicitudes de rectificación o reclamaciones de nulidad de la elección, serán apelables dentro de tercero día contado desde su notificación por el estado diario, ante el Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo conocerá y se pronunciará sobre las apelaciones, de conformidad al reglamento que cada partido dicte al respecto.
Artículo 51.-
Una vez dictada sentencia firme sobre todos los reclamos y practicado el escrutinio general, el Tribunal Disciplinario Regional competente, proclamará a los candidatos que hubieren resultado elegidos.
Artículo 52.-
Se proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayor cantidad de votos validamente emitidos al interior del partido. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.

El Tribunal Disciplinario Regional deberá remitir, dentro del tercer día siguiente al de la proclamación, copia autentica del Acta de Proclamación al Director del Servicio Electoral, junto con los antecedentes señalados en el artículo 7 de la ley N° 18.700, los cuales serán entregados por el candidato elegido al día siguiente de su proclamación, a fin que el Director dentro de los tres días siguientes proceda a inscribir las candidaturas en un Registro Especial. Sólo los candidatos que figuren en la mencionada Acta, serán los candidatos del partido para la respectiva elección.

Desde el momento de la inscripción de las personas que figuren en el Acta de Proclamación, se considerará que los candidatos tienen la calidad de tales para todos los efectos legales.
Artículo 53.-
En cada período constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones señalará una única fecha correspondiente a un día domingo, entre ciento cincuenta y ciento veinte días anteriores a la respectiva elección parlamentaria o presidencial, en la que se efectuarán, a cargo del partido respectivo, las elecciones para elegir sus candidatos, cuando corresponda.
TITULO IX

De la los pactos y subpactos electorales, alianzas y coaliciones de partidos políticos
Artículo 54.-
Los partidos políticos podrán acordar un pacto electoral o subpactos electorales, los que deberán formalizarse ante el Director del Servicio Electoral en los términos establecidos en el artículo 3° bis de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios o, tratándose de una elección municipal, de conformidad a lo dispuesto en el Título V, párrafo 1°, de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.

El pacto electoral o el subpacto electoral se entenderá constituido a contar de la fecha de su formalización.  Se podrán dejar sin efecto por acuerdo de 4/7 de los afiliados ratificado por el Consejo General Nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el pacto electoral o subpacto quedará sin efecto, de pleno derecho, tras el acto eleccionario para el cual fue constituido.
Artículo 55.-
Los partidos políticos legalmente constituidos, con afinidad programática, podrán formar una alianza o coalición con otros partidos políticos, entendiéndose por tal, un acuerdo de colaboración y acción conjunta, en todas aquellas materias que se declaren afines en el acta que formaliza la alianza.

La formación de la alianza, así como la adhesión a una ya existente, deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral en los mismos términos establecidos en la ley para los pactos electorales.

La existencia de la alianza será indefinida, y sólo se terminará por medio de la declaración conjunta de todos los partidos políticos miembros ante el Director del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho a retiro de cada partido político miembro de la alianza, que se materializará por su sola declaración ante la misma autoridad.
TITULO X
De la Fusión
Artículo 56.-
Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad a las normas que se establecen en los artículos siguientes, sin necesidad de cumplir nuevamente con las exigencias establecidas en esta ley, para su constitución.
Artículo 57.-
En cada uno de los partidos la proposición o iniciativa de la fusión necesitará de la aprobación previa de los 4/7 de los afiliados.

Si el pronunciamiento de los afiliados sobre la fusión y sobre la declaración de principios propuesta fuere afirmativo, la Directiva Central del respectivo partido quedará facultada para acordar con el otro u otros partidos los términos de la fusión, comprendiéndose en ellos los estatutos del partido resultante.

Si la fusión propuesta comprendiere más de dos partidos, pero no todos ellos la aprobaren en definitiva, podrá reducirse la fusión a los que hayan prestado su aprobación.
Artículo 58.-
Acordada la fusión, los presidentes de los partidos que hayan concurrido a la misma solicitarán por escrito al Director del Servicio Electoral, en presentación conjunta, que inscriba el partido resultante de la fusión y cancele las inscripciones de los partidos concurrentes a ella.

Con este fin, deberá previamente otorgarse por los presidentes de los partidos políticos una escritura pública que contendrá las menciones de las letras b) a f) del artículo 11 y, en la cual deberán insertarse los documentos que acrediten el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 57 de la presente ley. Simultáneamente, procederán a protocolizar el facsímil del símbolo, la sigla y el lema que distinguirán al nuevo partido, si los tuviere.

Si la escritura contiene todas las menciones indicadas en este artículo, el Director dispondrá la inscripción del nuevo partido en el Registro de Partidos Políticos. En caso contrario, ordenará que se subsanen los reparos que formule dentro del plazo de 10 días hábiles. En lo demás, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 11.
Artículo 59.-
El rechazo de una solicitud de fusión por parte del Director del Servicio Electoral sólo podrá fundarse en no haberse cumplido con los requisitos señalados en los artículos 57 y 58 de la presenta ley.
Artículo 60.-
El partido político resultante de la fusión gozará de personalidad jurídica desde su inscripción en el Registro de Partidos Políticos y será, para todos los efectos legales, sucesor de los partidos fusionados en sus derechos y obligaciones patrimoniales.

Se considerarán afiliados al nuevo partido todos los ciudadanos que, a la fecha de la inscripción, lo hubieren sido de cualquiera de los partidos fusionados.
TITULO XI
De la disolución de los Partidos Políticos
Artículo 61.-
Los partidos políticos se disolverán:

a)
Por acuerdo de los afiliados, a proposición de la Directiva Central;

b)
Por no alcanzar el dos por ciento de los sufragios válidamente emitidos en una elección de Diputados, en cada una de a lo menos tres regiones;

c)
Por fusión con otro partido;

d)
Por haber disminuido el total de sus afiliados a una cifra inferior al porcentaje exigido por la ley para su constitución, en cada una de a lo menos tres regiones. El número mínimo de afiliados deberá actualizarse después de cada elección de Diputados;

e)
Por haber intervenido el partido en el ejercicio de las atribuciones exclusivas de las autoridades o funcionarios indicados en el artículo 26 de la presente ley;

f)
Por sentencia del Tribunal Constitucional que declare inconstitucional al partido político, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 19, número 15, inciso sexto y 93, número 7°, de la Constitución Política;

g)
Por la no renovación de los miembros electivos de lo órganos de los partidos políticos, señalados en el artículo 27 de la presente ley, y

h)
Por el no cumplimiento de las normas de transparencia activa, dispuestas en el Título III, en un período de 6 meses consecutivos.
Artículo 62.-
La disolución del partido político para todos los efectos legales, se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral de oficio o a petición de cualquier ciudadano.

En el caso del literal b) del artículo anterior, la cancelación se efectuará noventa días después de comunicada al Director la sentencia de proclamación del Tribunal Calificador de Elecciones y el escrutinio general que éste haya realizado. Dentro de este plazo los partidos políticos podrán fusionarse, debiendo comunicar esta circunstancia al Director del Servicio Electoral.

Asimismo, en el caso de la letra d) del artículo precedente, el Director del Servicio Electoral procederá de oficio a la cancelación de la inscripción, luego de transcurridos ciento ochenta días desde que dicho Servicio haya representado al Presidente del partido la disminución de los afiliados en los términos del citado número y siempre que en este lapso no se hubieren acreditado nuevas inscripciones que completen el número mínimo de afiliados exigidos para constituir un partido.

En contra de la resolución del Director del Servicio Electoral que cancele una inscripción, podrá apelarse para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, excepto en el caso de la letra f) del artículo 61.

Resuelto por el Tribunal Constitucional que un partido político es inconstitucional, y luego de la publicación del extracto de la respectiva sentencia, el Director del Servicio Electoral procederá de inmediato a cancelar su inscripción y a informar esta circunstancia en el sitio electrónico del Servicio.
Artículo 63.-
La disolución deberá ser informada en el sitio electrónico del Servicio Electoral.

Disuelto un partido político, se dispondrá de sus bienes en la forma prescrita por sus estatutos y si en éstos no se hubiere previsto su destino, pasarán a dominio fiscal. Sin embargo, en el caso de la letra f) del artículo 61 estos bienes pasarán necesariamente al Fisco.
TITULO XII
De las sanciones

Artículo 64.-
Las sanciones que pueden imponerse a los partidos y a quienes ejercen cargos en ellos, son: 

a)
Amonestación por escrito;

b)
Multa a beneficio fiscal;

c)
Comiso;

d)
Inhabilidad para ocupar cargos directivos en partidos políticos;

e)
Suspensión, por un término de seis meses a dos años, de todos los derechos que le correspondan en elecciones internas, y 

f)
Disolución del partido.

Además, podrán aplicarse como medidas de apremio, en los casos que determine esta ley, las medidas de suspensión del afiliado de sus derechos como tal y de suspensión de los derechos del partido.

Las multas que se apliquen tendrán los siguientes grados:

a)
Mínimo, de diez a cien unidades tributarias mensuales;

b)
Medio, de más de cien a doscientas unidades tributarias mensuales, y

c)
Máximo, de más de doscientas a trescientas unidades tributarias mensuales.

En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.

La inhabilidad para ocupar cargos directivos en un partido político se entenderá referida a cualquiera de los cargos que señala el Título VII de la presente ley y a los demás que establezcan los estatutos.
Artículo 65.-
El partido político que se excediere en las funciones que le son permitidas, será objeto de amonestación por escrito, con señalamiento de un breve plazo para poner término a esa situación. Si el partido continuare o reanudare dichas actividades después de vencido tal plazo, será sancionado con multa en sus grados medio a máximo. Si aplicada la multa, el partido perseverare en la misma conducta, se le aplicará la sanción de suspensión o disolución.
Artículo 66.-
Las infracciones a las obligaciones establecidas en el artículo 24, serán sancionadas con multa en su grado máximo. La multa será de cargo del partido político infractor.

Sin perjuicio de la aplicación al partido político de la multa que corresponda, el Presidente y el Secretario del mismo quedarán inhabilitados, por un término de uno a tres años, para ocupar cargos directivos en partidos políticos, si el Tribunal Calificador de Elecciones declara que estas infracciones han sido cometidas con participación dolosa de aquéllos. Igual sanción será aplicable a los Presidentes y Secretarios de las Directivas y Consejos Regionales y Locales que incurrieren en las mismas conductas.
Artículo 67.-
Las autoridades de un partido político que impartieren alguna orden o recomendación prohibida conforme a lo dispuesto en los artículos 25 inciso 2° y 26 de la presente ley, quedarán inhabilitadas, por un término de uno a tres años, para ocupar cargos directivos en partidos políticos. Si el acto que sanciona este artículo fuere cometido por algún organismo colegiado del partido, no se aplicará sanción al miembro que acreditare no haber tenido conocimiento de la infracción o haberse opuesto a ella.
Artículo 68.-
El partido político que no diere cumplimiento a las normas de transparencia activa, dispuestas en el Título III de la presente ley, en un período de 2 meses consecutivos, será objeto de amonestación por escrito, con señalamiento de un breve plazo para poner término a esa situación. Si el partido continuare sin dar cumplimiento a dichas obligaciones después de vencido tal plazo, será sancionado con multa en sus grados medio a máximo. Si aplicada la multa, el partido perseverare en la misma conducta, se le aplicará la sanción de suspensión o disolución, según corresponda.
Artículo 69.-
El incumplimiento de cualquier norma de la presente ley que no tenga asignada una sanción específica, será sancionado con amonestación por escrito. La reincidencia en dicha conducta, será sancionada con multa en su grado máximo. La acumulación de 5 reincidencias en un año calendario, será sancionada con la disolución del partido.
Artículo 70.-
Las asociaciones, movimientos, organizaciones o grupos de personas que persigan o realicen actividades propias de los partidos políticos al margen de las disposiciones de esta ley, serán sancionados con multa en su grado máximo, la que se aplicará a cada uno de los organizadores y dirigentes de la asociación, movimiento, organización o grupo de que se trate, así como también a quienes con su cooperación económica favorecieren su funcionamiento.

Si la entidad tuviere personalidad jurídica, el Tribunal Calificador de Elecciones podrá disponer, además, su cancelación por la autoridad administrativa que la haya concedido o registrado.
Artículo 71.-
En caso que un partido político designe en algún cargo directivo a una persona sancionada con inhabilidad para ocuparlo, el Director del Servicio Electoral fijará al partido un plazo para llenar el cargo con una persona habilitada. Vencido el plazo sin que se hubiere provisto aquel cargo conforme a la ley y mientras tal situación subsista, se aplicará al partido la pena de suspensión.
Artículo 72.-
El plazo de prescripción para las infracciones establecidas en esta ley, será de un año contado desde la fecha con que se incurra en ellas.
Artículo 73.-
En la aplicación de las multas, el Tribunal Calificador de Elecciones podrá recorrer toda la extensión en que la ley le permita imponerlas, considerando, especialmente, el caudal o las facultades del infractor. El infractor, mientras no pagare la multa, quedará suspendido de todos los derechos que le correspondan como afiliado al partido.

Si el infractor fuere un partido político, se le aplicará la pena de suspensión mientras no pagare la multa.

TITULO XIII
Procedimiento aplicable en caso de infracción a la presente ley

Artículo 74.- Conocerá de las causas por las infracciones de que trata el título anterior, en primera instancia, un miembro del Tribunal Calificador de Elecciones que, en cada caso, se designará por sorteo.

El procedimiento será el establecido en los artículos 89, 90 y 91 del Código de Procedimiento Civil. Los plazos respectivos se aumentarán, en su caso, de acuerdo con los artículos 258 y 259. De las apelaciones que se deduzcan en contra de sus resoluciones, conocerá dicho Tribunal, con exclusión del miembro que hubiere resuelto en primera instancia.

Las acciones para hacer efectiva la responsabilidad por las infracciones de que trata el título anterior, podrán ser ejercidas por el Director del Servicio Electoral, por el Ministerio Público, por el respectivo Intendente Regional y por cualquier Senador, Diputado o partido político inscrito.
Artículo 75.-
Las notificaciones que deban practicarse conforme a esta ley se efectuarán por carta certificada, salvo que se hubiere fijado otra forma de notificación. Los partidos políticos serán notificados por carta certificada dirigida a su respectivo presidente. La notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente de la expedición de la carta por el Servicio Electoral.
Artículo 76.-
Las apelaciones que se deriven de la aplicación de esta ley y que se tramiten ante el Tribunal Calificador de Elecciones, se interpondrán dentro de quinto día hábil y se sustanciarán de acuerdo con los artículos 200 a 230 del Libro I, Título XVIII del Código de Procedimiento Civil, en lo que sea pertinente. El escrito de apelación se fundamentará someramente.
Artículo 77.-
En caso de falta o abuso del Director del Servicio Electoral en la aplicación de esta ley, procederá el recurso de queja sólo ante el Tribunal Calificador de Elecciones. El recurso deberá interponerse en el plazo fatal de cinco días hábiles.

El Tribunal Calificador de Elecciones podrá imponer al Director del Servicio Electoral las sanciones que señala el artículo 537 del Código Orgánico de Tribunales.
Artículo 78.-
El Tribunal Calificador de Elecciones podrá complementar las normas que se establecen en esta ley para las gestiones que se tramiten ante el Director del Servicio Electoral y ante el propio Tribunal, mediante autos acordados que dicte para tal efecto.
Artículo 79.-
La ejecución de una sentencia que condene al pago de una multa, se realizará de acuerdo con el procedimiento señalado en el párrafo 1 del Título XIX del Libro I del Código de Procedimiento Civil.

Corresponderá al Director del Servicio Electoral llevar a cabo la ejecución ante el juez de letras en lo civil que fuere competente de acuerdo con las normas generales.
Artículo 80.-
El Director del Servicio Electoral deberá recurrir a la justicia ordinaria para el cumplimiento del fallo cuando se requiera el empleo de procedimientos de apremio o de otras medidas compulsivas o cuando haya de afectar a terceros que no hubieren sido parte en el proceso.
TITULO XIV

De la disciplina interna del partido
Artículo 81.-
La disciplina interna de los partidos políticos no puede afectar el ejercicio de derechos, el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley, ni el libre debate de las ideas al interior del partido.

Todo afiliado de un partido estará obligado a respetar los principios y a trabajar por la realización del programa del partido, conforme a la línea política definida en los respectivos estatutos y en las declaraciones de principios, sin perjuicio de su derecho a proponer cambios sobre los métodos establecidos. 
Artículo 82.-
Sin perjuicio de lo establecido en los estatutos de cada partido, se considerarán como infracciones a la disciplina interna del partido lo siguiente:

a)
Todo acto u omisión voluntaria imputable a un miembro del partido que ofenda, atente o amenace los postulados básicos del partido proclamados en su estatuto;

b)
Infringir pública y/o notoriamente los acuerdos adoptados por los organismos oficiales del partido;

c)
Incurrir en actos que importen ofensas, descrédito o mal trato, contra miembros del partido;

d)
Faltar a los deberes del militante establecidos en el estatuto;

e)
No obedecer las órdenes impartidas por el partido, tratándose de los miembros parlamentarios, y 

f)
Romper o desconocer pactos políticos, electorales o parlamentarios celebrados por el partido, sin la autorización correspondiente.
Artículo 83.-
El Tribunal Disciplinario Regional, en el ejercicio de sus atribuciones y según sea la gravedad de la infracción, podrá aplicar las siguientes sanciones:

a)
Amonestación;

b)
Censura por escrito;

c)
Suspensión o destitución del cargo que estuviere ejerciendo dentro de la organización interna del partido;

d)
Suspensión de la calidad de afiliado por el plazo que determine; y

e) Expulsión.
Artículo 84.-
De las infracciones a las disposiciones del presente Título, conocerá el Tribunal de Disciplina Regional, en primera instancia, en conformidad a lo que dispone el Título VII de la presente ley.

El Tribunal Supremo, de conformidad a lo que dispone le Título VII de la presente ley, será el órgano competente para conocer de dichas infracciones, en segunda instancia.
Artículo 85.-
El Tribunal que aplique la sanción en caso de infracción disciplinaria deberá velar por el cumplimiento del debido proceso.

La expulsión y el resto de medidas sancionadoras que impliquen privación de derechos a los afiliados, sólo podrán imponerse mediante procedimientos contradictorios, en los que se garantice a los afectados el derecho a ser informados de los hechos que den lugar a tales medidas, el derecho a ser oídos con carácter previo a la adopción de las mismas, el derecho a que el acuerdo que imponga una sanción sea motivado, y el derecho a formular, en su caso, recurso interno.
TITULO XV
Disposiciones finales
Artículo 86.-
La presente ley entrará en vigencia treinta días después de publicada en el Diario Oficial.
ARTICULO SEGUNDO.-
Reemplázase el artículo 42 de la ley N° 18.556, Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, por el siguiente:



“Artículo 42.- La persona, al momento de solicitar su inscripción, exhibirá la cédula de identidad a que se refiere el artículo 41, luego de lo cual será interrogada verbalmente y bajo juramento, acerca de su domicilio, de si se halla o no inscrita en los Registros Electorales y de si desea afiliarse a un partido político.



Si el domicilio correspondiere a la circunscripción de la Junta y la persona declarare no estar inscrita o se encontrare en el caso del artículo 54, se procederá a su inscripción en los Registros Electorales, llenándose las columnas de ambos ejemplares del Registro en la forma indicada en el artículo 27.



La persona estampará su firma en los lugares correspondientes, junto con la impresión digital del pulgar de su mano derecha; a falta de éste, estampará la del mismo dedo de la mano izquierda; si hubiere imposibilidad absoluta de hacerlo, por falta de ambos dedos, se dejará constancia de ello en el espacio destinado a la impresión digital.



Si la persona fuere analfabeta o no vidente, la Junta Inscriptora dejará constancia de este hecho en el espacio destinado a la firma.



Si la persona manifiesta su consentimiento para afiliarse a un partido político, después de ser inscrita, o después de haber solicitado una nueva inscripción en el caso del artículo 54, deberá suscribir ante el Secretario de la Junta Inscriptora, una declaración en tal sentido. Si la persona es militante de un partido político deberá consignar en dicha declaración, su renuncia al respectivo partido político.  El Servicio Electoral deberá comunicar de inmediato, en forma electrónica, dicha intención al partido.  La inscripción sólo producirá efectos si el partido ratifica la afiliación en el plazo de 45 días, mediante carta certificada enviada al domicilio del solicitante. De no haber pronunciamiento del partido, se entenderá que acepta la afiliación.



El Secretario de la Junta procederá a la afiliación solicitada, una vez que haya verificado el cumplimiento de los requisitos antes indicados.”.
ARTICULO TERCERO.-
Modifícase la ley Nº 18.700, Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en el siguiente sentido:



1.-
Reemplázase, en el inciso 2° de su artículo 3, la frase “Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por a lo menos cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 11”, por la siguiente:




“Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político, en el caso de candidaturas a Presidente de la República; por el Presidente y el Secretario de la Directiva Regional en el caso de candidaturas a Senador; y, por el Presidente y Secretario de la Directiva Distrital en el caso de candidaturas a Diputado. Asimismo, las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de los partidos que hubieren acordado un pacto o subpacto electoral o por a lo menos cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando, en todos estos casos, la nómina a que se refiere el artículo 11.”.



2.-
Sustitúyase, en la letra b) de su artículo 14 el guarismo “0,5” por “0,2”.



3.-
Sustitúyase el 3 bis, por el siguiente texto:




“Artículo 3° bis.- En las elecciones de Parlamentarios dos o más partidos políticos podrán acordar un pacto electoral.




Asimismo, también podrán constituir subpactos entre ellos o con independientes. Los subpactos estarán siempre integrados por los mismos partidos que integran el respectivo pacto electoral.




Las declaraciones de candidaturas que presente el pacto o subpacto electoral, sólo podrán incluir candidatos de los partidos políticos o independientes que formen parte del subpacto.




El pacto y subpacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, antes del vencimiento del plazo para efectuar las declaraciones de candidaturas, mediante la presentación de los siguientes documentos:




a) Declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto o subpacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en lista conjunta en una elección de Parlamentarios y que existe afinidad entre sus declaraciones de principios, y




b) Declaración de las candidaturas a Senadores y Diputados para la respectiva elección, con arreglo a las demás disposiciones de esta ley.




A los pactos y subpactos se les individualizará  sólo con su nombre y a cada uno de los partidos suscriptores, con su nombre y símbolo, indicándose a continuación los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido.




En el caso de los independientes que forman parte de un pacto, se les individualizará al final del respectivo pacto o subpacto, bajo la denominación “independientes”. Los independientes que a su vez formen parte de un subpacto, se les individualizará de la misma forma al final del respectivo subpacto.




Los subpactos entre independientes y entre éstos y partidos se individualizarán como tales.”.



4.-
Incorpórese el siguiente artículo 3 ter, nuevo:




“Artículo 3 ter.- El pacto y subpacto electoral se entenderá constituido a contar de la fecha de su formalización. Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto o subpacto, no podrán acordar otro, a menos que aquél fuere dejado sin efecto. Se podrá dejar sin efecto un pacto o subpacto electoral, cuando los partidos que lo integren hayan dado cumplimiento a lo dispuesto en la ley orgánica constitucional sobre partidos políticos.




Lo anterior deberá ser comunicado al Director del Servicio Electoral, mediante una declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos de que se trate, antes del vencimiento del plazo para presentar candidaturas.”.
ARTICULO CUARTO.-
Sustitúyase el inciso cuarto del artículo 107 del DFL-1, de 2006, del Ministerio del Interior, Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por el siguiente texto:



“Las declaraciones de candidaturas a alcalde y a concejales que presente un pacto electoral y los subpactos comprendidos en él podrán incluir candidatos de cualquiera de los partidos que los constituyan.”.”.
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